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	1. ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD Y CONSULTAS JUDICIALES INGRESADAS




	EXPEDIENTE
	FECHA INGRESO


	NORMA IMPUGNADA

	12-4498-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	09-04-12
	REQUISITOS PARA OCUPAR PUESTOS EN LA CCSS

-Manual descriptivo de puestos de la Caja Costarricense del Seguro Social. 

Se acusa que a los profesionales interesados en participar en concursos, no se les permite, pues se les exige como requisito, experiencia de 1 a 4 años según el puesto. 



	12-4499-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	09-04-12
	REQUISITOS PARA OCUPAR PUESTOS EN LA CCSS

-Artículo 20 inciso b) del Reglamento de la Dirección Jurídica de la Caja Costarricense de Seguro Social.

Se exige un año de experiencia para optar por un puesto en la Dirección Jurídica de la CCSS. 



	12-4517-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	09-04-12
	REQUISITOS PARA CONTRATACIÓN DE EXAMINADORES DE LA OFICINA DE PATENTES

-Artículos 2, 7, 14, 15 y 16 del Reglamento para la Contratación de Examinadores para la Oficina de Patentes del Registro de la Propiedad Industrial. No. 12-2010 del 18-03-10. Publicado en La Gaceta 85 del 04-05-10. Acuerdo J135 de la Junta Administrativa del Registro Nacional. 

La norma establece el pago para que previo a todo registro, se haga un estudio sobre la novedad, el nivel inventivo y la aplicación industrial de las solicitudes de patente de invención, diseños industriales y modelos de utilidad, considera el accionante que la parte no tiene posibilidad de determinar si existe un conflicto de intereses con el perito designado. 



	12-4546-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	10-04-12
	GARANTÍAS PARA CONTRATOS DE AHORRO Y CRÉDITO

-Artículos 175 y 176 del Reglamento a la Ley de Protección al Consumidor, Decretos 35548-MEIC. Publicado en La Gaceta No. 208 del 27-10-2009 y reformado por el Decreto 36234-MEIC. Así como, la interpretación y aplicación que hacen de dichos artículos el MEIC.

Las normas y la interpretación que hace el MEIC, les exige, en casos de contratos de ahorro y crédito, garantizar cada contrato con 300.000 colones como fianza, lo que consideran desproporcionado e irrazonable. 



	12-4594-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	10-04-12
	MULTAS POR IRRESPETO A SEÑALAS FIJAS Y LÍMITES DE VELOCIDAD

-Artículo 131 inciso b) de la Ley de Tránsito

Se cuestiona la multa por el irrespeto a las señalas fijas y a límites de velocidad. Asegura el accionante que las sanciones son desproporcionadas e irrazonables. 



	12-4596-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	10-04-12
	REQUISITOS PARA MANTENER PENSIÓN POR INVALIDEZ

-Artículo 21 del Reglamento de Invalidez, Vejez y Muerte de la CCSS y su reforma, realizada en sesión 8174 del 09 de agosto del 2007.

La norma regula lo relativo a la pensión por invalidez y la valoración previa y aprobación por parte de la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez, que deben obtener las personas en esta condición para trabajar. Además, establece las sanciones por trabajar pensionado por invalidez, sin haber solicitado el respectivo permiso para laborar y finalmente señala el deber del pensionado inválido que trabaje, de cotizar para los Seguros de Enfermedad y Maternidad e Invalidez, Vejez y Muerte. Se cuestiona el hecho de que una persona puede ser pensionada por incapacidad en determinada labor, en el caso concreto, como enfermera y se le suspende la pensión por laborar una hora diaria en cuestiones administrativas. 



	12-4627-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	11-04-12
	MULTA POR NO USAR CASCO DE SEGURIDAD

-Artículo 131 inciso 1) de la Ley de Tránsito

La norma establece una multa para el “conductor de bicicleta, motobicicleta, bicimoto, triciclo, cuadraciclo o motocicleta que viole las disposiciones, en cuanto al uso del casco de seguridad, contenidas en el inciso 3) apartado b) del artículo 32, el inciso a) del artículo 104 y el inciso j) del artículo 105 de la presente Ley.” El accionante considera que la multa es desproporcionada. 



	12-4693-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	11-04-12
	MULTAS POR IRRESPETO A SEÑALAS FIJAS Y LÍMITES DE VELOCIDAD

-Artículo 131 inciso b) de la Ley de Tránsito

Se cuestiona la multa por el irrespeto a las señalas fijas y a límites de velocidad. Asegura el accionante que las sanciones son desproporcionadas e irrazonables. 



	12-4712-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	13-04-12
	LEY DEL IMPUESTO A PERSONAS JURÍDICAS

-Ley de Impuesto a las Personas Jurídicas. No. 9024 del 23 de diciembre.

Se acusa que la ley fue aprobada con 37 votos y no con 38 como correspondía. Se cuestionan las sanciones, las multas que se les impone a las Personas Jurídicas. 



	12-4726-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	13-04-12
	PRUEBA DE IDIOMA EXTRANJERO EN BACHILLERATO

-Artículos 109, 110 y 111 del Reglamento de Evaluación de los Aprendizajes No. 35355-MEP

Se cuestiona la obligación de ganar un examen de idioma extranjero para obtener el título de bachillerato en educación media. 



	12-4824-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	16-04-12
	LEY DE IMPUESTO A PERSONAS JURÍDICAS

-Artículos 2, 3 y 8 de la Ley de Impuesto a las Personas Jurídicas. No. 9024

Las normas que se impugnan en tanto el hecho generador del impuesto es únicamente, se exoneran algunas, se aumenta en otras. 



	12-4860-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	16-04-12
	LEY DE CONTROL DEL TABACO

-Artículo 4, sección b), f), g y v); 5 sección f), g), h) y p); 22 y 29 de la Ley General de Control de Tabaco y sus Efectos Nocivos para la Salud. No. 9028

Se acusa que las normas impugnadas no especifican un lugar en donde las personas que fuman, puedan hacerlo, imponiendo restricciones desproporcionadas.



	12-4962-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	19-04-12
	IMPUESTO A LAS PERSONAS JURÍDICAS

-Ley 9024, publicada en el Diario Oficial La Gaceta, según Alcance digital número 111-A.

Se acusa que la ley deja fuera las cooperativas, hace una diferencia con las sociedades activas e inactivas, las sociedades activas pagan además renta y acusa que esto lesiona el principio de igualdad y de proporcionalidad. 



	12-4991-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	19-04-12
	TRAMITACIÓN LEGISLATIVA DE LA LEY INDÍGENA

-Ley Indígena. No. 6172. Publicada en La Gaceta No. 240 del 20-12-1977.

Se acusa que durante la aprobación de la ley impugnada, se violaron principios constitucionales, como que el texto que se aprobó, no fue el que se concibió originalmente, en el Colegio de Abogados, por lo que se violó el principio de conexidad, el texto sustitutivo no se publicó, no fue consultado al Instituto de Tierras y Colonización, entre otras violaciones. 



	12-5018-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	20-04-12
	SUSPENSIÓN DE PENSIÓN POR NUEVAS NUPCIAS

-Artículo 47 del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte de la CCSS, Reformado por acuerdo de Junta Directiva No. 4375 del 24-11-1971

-Oficio GP 10-035-2011 del 10-02-2011 de la Gerencia de Pensiones de la Caja Costarricense del Seguro Social.

La norma señalaba que la pensión se pierde si la viuda contrae nuevas nupcias  y que se le daría una indemnización de 24 mensualidades de pensión. Se hace una diferencia entre las personas que solicitaron la pensión de 1995 en delante y las que las solicitaron con anterioridad a ese año. 



	12-5048-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	20-04-12
	FALTA AL DEBIDO PROCESO EN CAUSAS PARA DETERMINAR OBLIGACIONES DE LOS PATRONOS QUE HACE LA CCSS

-Decreto Ejecutivo Nº 8979 del 28-08-1978 y el Decreto Ejecutivo Nº 9469 del 18-12-1978 "Reglamento para verificar el cumplimiento de las obligaciones patronales y de Trabajadores Independientes". Aprobado en Junta Directiva de la CCSS, artículo 3 de la sesión 8051 del 27-04-2006. Publicado en La Gaceta 110 del 08-06-2006.

Se alega que los decretos impugnados no establecen un procedimiento adecuado en las causas establecidas para determinar las obligaciones de los patronos. Afirma que se exceptúan por completo los procedimientos administrativos contemplados en la Ley General de Administración Pública.



	12-5061-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	20-04-12
	IMPUESTO A LAS PERSONAS JURÍDICAS

-Ley de Impuesto a las Personas Jurídicas. No. 9024

Se impugnan las sanciones por la falta de pago del impuesto de sociedades anónimas y sus sanciones. Se acusa que la ley está siendo aplicada en forma retroactiva. 



	12-5063-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	20-04-12
	MULTAS POR IRRESPETAR LIMITES DE VELOCIDAD

-Artículo 131, inciso b) en relación con el 79 inciso c) y 116 de la Ley de Tránsito. No. 7331.

La norma impugnada señala que se impondrá una multa de un setenta y cinco por ciento (75%) de un salario base mensual correspondiente al “Auxiliar administrativo 1”, que aparece en la relación de puestos del Poder Judicial, de conformidad con la Ley del presupuesto ordinario de la República, aprobada en el mes de noviembre anterior a la fecha en que se cometa la infracción de tránsito, sin perjuicio de las sanciones conexas: b)  A quien irrespete las señales de tránsito fijas, incluso los límites de velocidad o las indicaciones de la autoridad de tránsito, en contravención de los artículos 79, 83 y 116 de esta Ley, normas que establecen los deberes de acatar las indicaciones verbales o escritas de las autoridades de tránsito, el señalamiento vertical y horizontal, incluso el que comprende los límites de velocidad; la prohibición de pasar sobre las islas canalizadoras o de adelantar por el carril izquierdo de la carretera demarcada con línea continua en el centro. Se exceptúan los casos considerados en el artículo 107 y en los incisos ch) y d) del artículo 83 de esta Ley, que se resolverán de acuerdo con lo que determinan dichos numerales.

En este caso se cuestiona la proporcionalidad de la multa. 



	12-5111-0007-CO

Consulta Judicial


	23-04-12
	MULTA EN LEY DE PRODUCTORES, BENEFICIARIOS Y EXPORTADORES DE CAFÉ
-Artículo 117 de la Ley sobre el Régimen de Relaciones entre Productores, Beneficiarios y Exportadores de Café. No. 2762

La norma establece una multa equivalente a cinco veces el precio promedio por kilogramo, según la liquidación final del café de la cosecha inmediata anterior y no permite al juez graduar la sanción, ni convertir la multa en días multa.



	12-5130-0007-CO

Consulta Legislativa


	23-04-12
	TRATADO DE EXTRADICIÓN CON COREA
Aprobación del Tratado entre la República de Costa Rica y la República de Corea sobre extradición. Expediente Legislativo 17.276



	12-5231-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	25-04-12
	NOTIFICACIONES JUDICIALES
-Capítulo III de la Ley de Notificaciones. Interpretación restrictiva por parte de los Tribunales de Justicia sobre el señalamiento de medio para recibir notificaciones. 

Se acusa que reiterada jurisprudencia del Juzgado Contencioso Administrativo y otros, en tanto señalan que se hace el intento de notificar solamente a uno de los lugares señalados para esos efectos, que no hay obligación por parte de la administración de justicia de notificar a un medio supletorio que la parte haya presentado, lo que a juicio del recurrente es violatorio al debido proceso.

 

	12-5132-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	23-04-12
	CAMBIO EN EL PAGO DE INCAPACIDADES EN IFAM
-Artículo 113, 123 párrafo segundo y 102 párrafo final del Reglamento Autónomo de Organización y Servicios del Instituto de Fomento y Asesoría Municipal. Modificado por acuerdo tercero, artículo 7 de la sesión ordinaria número 4008 del 27-01-2011. Publicado en La Gaceta número 13 del 18 de enero del 2012. 

Las normas impugnadas restringen el pago del subsidio por incapacidad a un plazo de quince días naturales. 



	12-5133-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	23-04-12
	CONVENCIÓN COLECTIVA DEL CONSEJO NACIONAL DE PRODUCCIÓN
-Artículo 3 de la Convención Colectiva del Consejo Nacional de Producción. 

La norma señala que sólo se reconoce al Sindicato de la institución, como la entidad autorizada para representar a los trabajadores, para tratar asuntos que se susciten en el desempeño de la función. 



	12-5159-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	24-04-10
	EN APELACIÓN NO SE PERMITE QUE LA PARTE EXPRESE AGRAVIOS
-Artículo 574 del Código Procesal Civil, reformado por ley 7725. 

-Jurisprudencia del Tribunal Superior Civil de San Ramón y del Tribunal Segundo Civil, Sección Primera de San José. (Sentencias 223-10, 143-10 y 425-10)

La norma impugnada eliminó la audiencia de 10 días para que la parte apelante exprese agravios.

 

	12-5210-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	24-04-12
	RESOLUCIÓN JUDICIAL
-Sentencias 127-P-08 del Tribunal Superior Penal de Puntarenas y Resolución 1101-10 de la Sala Tercera. 

Se impugna el fundamento de la sentencia. 



	12-5292-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	26-04-12
	REQUISITOS PARA CONSTITUIR ASOCIACIONES DEPORTIVAS
-Artículo 46 al Reglamento de la Ley 7800 de la Creación del Instituto Costarricense del Deporte y la Recreación y del Régimen Jurídico de la Educación Física. Dado por la Presidencia de la República el 18 de agosto del 2.000.

La norma impugnada señala que las asociaciones de primer grado serán las constituidas en su acto de fundación, por un máximo de diez personas, cuyo fin sea el deporte o la recreación. Acusa el recurrente que el que se limite a un número de personas la constitución de una asociación, es violatorio de los artículos 25 y 33 constitucionales. 



	12-5295-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	26-04-12
	UNIÓN DE HECHO ENTRE PERSONAS DEL MISMO SEXO
-Artículo 242 del Código de Familia

-Ley número 7532 del 08 de agosto de 1995. Publicada en la Gaceta número 162 del 28-08-1995.

Se acusa que la ley hace una diferencia entre la unión de hecho entre personas heterosexuales y personas homosexuales, cuando debería eliminarse de la norma la frase que reconoce la unión de hecho “entre hombre y mujer”.



	12-5360-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	27-04-12
	REGLAMENTO DE QUEMAS AGRÍCOLAS
-Decreto Ejecutivo No.  35368 MAG-S-MINAET. Publicado en La Gaceta No. 147 del 30-07-2009. Reglamento para Quemas Agrícolas Controladas. 

El decreto ejecutivo impugna regula el trámite del otorgamiento de los permisos de quemas agrícolas controladas, el alcance de los mismos, así como establecer las medidas de prevención que deberán acatarse al ejecutar esta práctica. A juicio del recurrente, la normativa no está diseñada con base en un estudio real de los daños que produce esta actividad. 



	12-5388-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	27-04-12
	NOMBRAMIENTO DE AUDITOR Y SUBAUDITOR EN LAS UNIVERSIDADES ESTATALES
-Artículo 31 de la Ley de Control Interno. No. 8292 del 31-07-2002

La norma impugnada señala que el jerarca nombrará por tiempo indefinido al auditor y al sub auditor internos, en tanto se aplica a la UNED y a las demás universidades del Estado, pues a  juicio del accionante, lesiona  la autonomía de las universidades. 



	12-5488-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	30-04-12
	MULTA DE TRÁNSITO
-Artículo 132 inciso j) de la Ley de Tránsito

La norma regula los partes para los conductores que usan las vías para otros fines y el rebajo de puntos de la licencia. Considera que la multa no es razonable. 



	12-5490-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	30-04-12
	IMPUESTO A LAS PERSONAS JURÍDICAS
-Artículos 1 y 2 de la Ley 9024 del 23-12-2011. Publicada en el Alcance Digital de La Gaceta del 27-12-2011. Ley de Impuesto a las Personas Jurídicas. 

El que se cobren los impuestos a personas jurídicas que ya se encuentran inscritas, a juicio del accionante lesiona el principio de irretroactividad de la ley. 



	12-5509-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	30-04-12
	MULTA DE TRÁNSITO
-Artículo 133 inciso ll) en relación con el 126 de la Ley de Tránsito

Las normas señalan que se impondrá una multa a la persona que de un uso indebido a la vía u otros usos diferentes a la de circulación. Considera la que multa que se impone es desproporcionada e irrazonable. 



	12-5518-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	30-04-12
	IMPUESTO A LAS PERSONAS JURÍDICAS
-Artículos 1 y 2 de la Ley 9024 del 23-12-2011. Publicada en el Alcance Digital de La Gaceta del 27-12-2011. Ley de Impuesto a las Personas Jurídicas. 

Las normas impugnadas regulan lo relativo a la creación, el hecho generador y el devengo del impuesto y considera la accionante que se está aplicando en forma retroactiva y es violatorio del derecho de propiedad. 



	12-5524-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	30-04-12
	IMPUESTO A LAS PERSONAS JURÍDICAS
- Ley 9024 del 23-12-2011. Publicada en el Alcance Digital de La Gaceta del 27-12-2011. Ley de Impuesto a las Personas Jurídicas. 

La ley se impugna en tanto se considera que se le está dando efecto retroactivo y que eso es violatorio del artículo 34 constitucional. 




	2. ACCIONES Y CONSULTAS JUDICIALES VOTADAS




	EXPEDIENTE
	FECHA DE VOTACION


	PARTE DISPOSITIVA

	12-003458-0007-CO

Voto 2012-04550
	10-04-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Consulta  Judicial de Constitucionalidad referente al Criterio Jurisprudencial de la Sala  Primera  de  la Corte  Suprema  de  Justicia plasmado en las sentencias de esa Sala,  números  853-C-2003,  110-C-2004  y  531-C-2004,  relativas  al Proceso de Ejecución de Sentencia contemplado en los artículos 489 del Código Procesal Penal antiguo  numeral  464  del mismo Código-,  9  y  629  del Código Procesal  Civil, y 167 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.-


	12-003518-0007-CO

Voto 2012-04621
	10-04-12
	A las dieciséis horas. Consultas Legislativas Facultativas de Constitucionalidad acumuladas Nos. 12-003518-0007-CO y 12-003544-0007-CO referente a la aprobación del proyecto de ley denominado “Ley de Solidaridad Tributaria”, que se tramita en el expediente legislativo No. 18.261. Por unanimidad, se evacuan las consultas legislativas acumuladas en el sentido que en el trámite legislativo del expediente No. 18.261 (Proyecto Ley de Solidaridad Tributaria) se produjeron los siguientes vicios esenciales del procedimiento de carácter evidente y manifiesto: a) el Presidente de la comisión especial modificó o reformó el procedimiento especial del artículo 208 bis, sin que el Pleno de la Asamblea Legislativa lo hubiere así dispuesto por una mayoría calificada o agravada, todo para prorrogar el plazo para dictaminar el proyecto y b) al haberse aprobado en la comisión especial un número considerable de mociones de fondo que implicaron, en su conjunto, una modificación o cambio sustancial del proyecto originalmente presentado, sin haber sido debidamente publicadas. Por la forma en que se evacuan las consultas se omite pronunciamiento en cuanto al resto de los extremos planteados. Notifíquese a los Diputados consultantes, al Directorio de la Asamblea Legislativa y a la Comisión Permanente Especial sobre Consultas de Constitucionalidad. La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo, Cruz y Castillo ponen nota.-



	11-007547-0007-CO

Voto 2012-04786
	18-04-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad.- Defensoría de los Habitantes de la República, Ofelia Taitelbaum Yoselewich contra artículo 45, 51, 52 54, 56 y 59 de la Ley del Sistema Financiero Nacional Para la Vivienda. Se rechaza de plano la acción.-



	11-011249-0007-CO

Voto 2012-04789
	18-04-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Horacio Vindas Sequeira, Julio Alberto Bustos Valderrama, Rafaela Céspedes Calvo en contra de los Artículos 101 y 102 del Reglamento para la Selección y Asignación de Solicitantes de Tierras del Instituto de Desarrollo Agrario. Se rechaza de plano la acción.-



	11-012904-0007-CO

Voto 2012-04790
	18-04-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad.- Santos Aguilera Vargas contra Artículo 71 de la Ley de Protección Fitosanitaria. Se rechaza por el fondo la acción.- 



	11-015615-0007-CO

Voto 2012-04792
	18-04-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Mario Alberto Boschini López en contra del Artículo 7 del Reglamento para la Realización de Consultas Populares del Cantón de Pérez Zeledón y Concomitantemente contra el Acuerdo del Concejo Municipal de Pérez Zeledón adoptado en la Sesión ordinaria 072-11 de 14 de Setiembre de 2011, artículo 6. Se rechaza de plano la acción. Los Magistrados Cruz Castro y Castillo Víquez ponen nota.-



	11-015935-0007-CO

Voto 2012-04793
	18-04-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Derk Van Wilpe Von Malchus, Uruca Cat S.A. en contra de los Artículos 144 y 153 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios. Se rechaza de plano la acción.-



	11-016690-0007-CO

Voto 2012-04795
	18-04-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucional.- Comercializadora farmacéutica Centroamericana S. A., Juan Carlos Castro Loría contra La Ley de Contratación Administrativa N° 7494. Se rechaza de plano la acción.-



	12-001409-0007-CO

Voto 2012-04799
	18-04-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad.-Catcar Xxi S.A, Oscar Ocampo Soto contra Artículo 6 de la Ley 9024 Impuesto a las Personas Jurídicas. Se rechaza de plano la acción.-



	12-001824-0007-CO

Voto 2012-04801
	18-04-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. José Kleiman Mermelstein, Kleiman Motor s.a., Kleka s.a. en contra del Artículo 4) del artículo 5 del Reglamento Sobre el Seguro Obligatorio para Vehículos Automotores, Decreto Ejecutivo Número 25370-mopt-j-mp. Se rechaza de plano la acción.-



	12-003161-0007-CO

Voto 2012-04806
	18-04-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Carlos Lizano Gómez en contra del Artículo 23 del Reglamento de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social del año 1995. Se rechaza de plano el recurso.-



	12-003390-0007-CO

Voto 2012-04808
	18-04-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad.- Víctor Julio Cabezas Varela contra Jurisprudencia de la Sala Segunda Reconocimiento Anualidades Alcaldes Municipales. Se rechaza de plano la acción.-



	12-003396-0007-CO

Voto 2012-04810
	18-04-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad.  Jairo Solís Villalobos, Yuribeth Méndez Castro en contra del Procedimiento Empleado Para La Promulgación de la Ley 8955 del Siete de Julio del Dos Mil Once. Se rechaza por el fondo la acción. Los Magistrados Calzada y Cruz ponen nota.-



	12-004135-0007-CO

Voto 2012-04933
	18-04-12
	A las quince horas con treinta minutos. Consulta Legislativa.- Directorio de la Asamblea Legislativa en lo referente a Aprobación de las Modificaciones Al Convenio Constitutivo del Banco Centroamericano de Integración Económica. Exp Leg 18.165. Se evacua esta consulta legislativa preceptiva de constitucionalidad en el sentido  que con motivo del trámite del proyecto de Aprobación de las Modificaciones al Convenio Constitutivo del Banco Centroamericano de Integración Económica que se tramita en el expediente legislativo No. 18.165, no se ha producido vicio sustancial de forma ni de fondo.



	12-004137-0007-CO

Voto 2012-04934
	18-04-12
	A las quince horas con treinta y un minutos. Consulta Legislativa.- Directorio de la Asamblea Legislativa en lo referente a Convenio entre el Gobierno de la República de Costa Rica y El Gobierno de los Estados Unidos de América para la Ejecución de Obligaciones Alimentarias. Se evacua esta consulta legislativa preceptiva de constitucionalidad en el sentido de que con motivo del trámite del proyecto de ley de Aprobación del Convenio entre el Gobierno de Costa Rica y el Gobierno de los Estados Unidos de América para la Ejecución de Obligaciones Alimentarias, expediente legislativo No. 17.906, no se ha producido ningún vicio sustancial de forma ni de fondo.



	12-004132-0007-CO

Voto 2012-04935
	18-04-12
	A las quince horas con treinta y dos minutos. Consulta Legislativa.- Directorio de la Asamblea Legislativa en lo referente a Aprobación del Acuerdo Entre La República de Costa Rica y Canadá para el Intercambio de Información en Materia Tributaria. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que no se observan vicios esenciales de constitucionalidad en el trámite legislativo del proyecto de ley de "Aprobación del Acuerdo entre la República de Costa Rica y Canadá para el intercambio de Información en Materia Tributaria ", tramitado bajo el expediente legislativo número 18.289, y en cuanto al fondo no infringe el Derecho de la Constitución. Comuníquese este pronunciamiento al Directorio de la Asamblea Legislativa.



	11-008846-0007-CO

Voto 2012-04936
	18-04-12
	A las quince horas con treinta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Andrés Bermúdez Rodriguez, Asociación Nacional de Industriales del Sector Arrocero de Costa Rica, José Pablo Sánchez Hernández, Adolfo Herrera Pérez, Agroinsumos de la Península S. A, Alexander Lara Arrieta, Alfredo Soto Elizondo, Alvaro Meza Rodríguez en contra del Artículo 33 de la Ley 8285 Ley de Creación de la Corporación Arrocera. Se rechaza el desistimiento presentado. Se declara sin lugar la acción.-



	10-008129-0007-CO

Voto 2012-04939
	18-04-12
	A las quince horas con treinta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad.- Cámara de Patentados de Costa Rica, Asociación Costarricense de la Industria Fonográfica y Afines contra –aplicación del artículo 52 de la Ley de Protección de Procedimientos de Observancia de Derechos de Propiedad Intelectual. Se declara sin lugar la acción.-



	10-017768-0007-CO

Voto 2012-04940
	18-04-12
	A las quince horas con treinta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad.- Compañía Nestle Costa Rica Sociedad Anónima, Rodrigo de Assis Romera, Compañía Merck Sharp & Dhome I. A. Corp Sucursal Costa Rica en contra de la Directriz Interpretativa No. 20-03 denominada “Tratamiento Fiscal de los Precios de Transferencia, según Valor Normal de Mercado”, dictada por el Director General de Tributación el día 10 de junio de 2003.  Se declara sin lugar el recurso.-



	11-000738-0007-CO

Voto 2012-04942
	18-04-12
	A las quince horas con treinta y nueve minutos. Acción de inconstitucionalidad. Maria Gisela Ortiz Rivera, Secretario General de la Unión de Personal del Instituto Nacional de Seguros en contra del artículo 160 de la Convención Colectiva del Instituto Nacional de Seguros y disposiciones para la aplicación del Beneficio por incapacidad firmadas por la Gerencia.- Se rechaza por el fondo la acción en relación con el artículo 160 de la Convención Colectiva del Instituto Nacional de Seguros. Se declara con lugar la acción y, en consecuencia, se anula por inconstitucional el artículo 5 de las Disposiciones para la Aplicación del Beneficio por Incapacidad, aprobadas por la Gerencia del Instituto Nacional de Seguros, el trece de diciembre del dos mil seis, mediante memorando resolutivo número 2006-2127, por infracción al derecho a la Salud, al derecho al Trabajo y al derecho a la seguridad social. En lo demás, se declara sin lugar la acción. De conformidad con los artículos 91 y 93 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional se dimensionan los efectos en el sentido de que la presente declaratoria de inconstitucionalidad no afecta aquellos despidos que se hubieran consolidado antes de la fecha de publicación del primer aviso acerca de la interposición de este proceso -Boletín Judicial número 93 del dieciséis de mayo de dos mil once-, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Se exceptúa el caso concreto que sirvió de base a esta acción, en relación con el cual la retroactividad es de principio. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. La Magistrada Calzada y el Magistrado Hernández salvan el voto y rechazan de plano la acción.-



	12-002523-0007-CO

Voto 2012-04943
	18-04-12
	A las dieciséis horas. A las dieciséis horas.- Acción de inconstitucionalidad. Leda Méndez Vargas contra Artículo 44 Párrafo Siete de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Se deniega el trámite a esta acción.



	12-000128-0007-CO

Voto 2012-05249
	25-04-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 131 inciso b) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres y sus reformas. Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia se anula el artículo 131 inciso b) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres reformado por el inciso  p) del artículo 1° de la ley N° 8696 de 17 de diciembre de 2008, en cuanto establece una sanción del 75% de un salario base mensual correspondiente al "auxiliar administrativo I", que aparece en la relación de puestos del Poder Judicial,  a quien irrespete la señal fija de solo viraje a la derecha. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de este pronunciamiento en los siguientes sentidos: a) se tiene por vigente el monto de la multa que se aplicaba antes del establecimiento del monto de multa que aquí se anula; y b) para el caso de aquellas multas que se hubiesen pagado, y cuyos actos estén firmes en sede administrativa y judicial, el Estado no está en obligación de repetir lo pagado a consecuencia de esta declaratoria de inconstitucionalidad.- Se rechaza por el fondo la acción en cuanto a los artículos 152 y 153 de la misma Ley. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. El Magistrado Hernández Gutiérrez salva el voto y declara sin lugar la acción. Los Magistrados Rueda y Piza ponen nota.-



	11-009987-0007-CO

Voto 2012-05250
	25-04-12
	A las catorce horas con treinta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 131 inciso ch) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres. Intervinieron también en el proceso Magda Inés Rojas Chaves, Procuradora General Adjunta en representación de la Procuraduría General de la República y Carlos E. Rivas Fernández, apoderado general judicial del Consejo de Seguridad Vial. Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia se anula el artículo 131 inciso ch) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres reformado por el inciso  p) del artículo 1° de la ley N° 8696 de 17 de diciembre de 2008. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de este pronunciamiento en los siguientes sentidos: a) se tiene por vigente el monto de la multa que se aplicaba antes del establecimiento del monto de multa que aquí se anula; y b) para el caso de aquellas multas que se hubiesen pagado, y cuyos actos estén firmes en sede administrativa y judicial, el Estado no está en obligación de repetir lo pagado a consecuencia de esta declaratoria de inconstitucionalidad.- Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.  El Magistrado Hernández Gutiérrez salva el voto y declara sin lugar la acción. Los Magistrados Rueda y Piza ponen nota.-



	11-011315-0007-CO

Voto 2012-05251
	25-04-12
	A las quince horas. Acción de Inconstitucionalidad contra los Artículos 18,31,33,89,96,209,125,252,253,254,255,256 y 257 Ley de Migración y Extranjería. Se rechaza de plano la acción en relación con Gustavo Gatica López, María del Carmen Cruz Martínez, Alba Luz Álvarez Cuadra y Javier Gómez Mayorga. Se rechaza por el fondo la acción en cuanto a los artículos 33 incisos 3), 4) y 5), 89, 96, 125, 252, 253, 254, 255, 256 y 257 de la Ley de Migración y Extranjería. En lo demás continúese con los procedimientos



	11-015485-0007-CO

Voto 2012-05252
	25-04-12
	A las quince horas. Acción de Inconstitucionalidad.- contra Artículo 153 del Código Tributario, Ley Número 4755 del 3 de Mayo de 1971 y sus Reformas. Se rechaza de plano la acción.-



	12-004278-0007-CO

Voto 2012-05254
	25-04-12
	A las quince horas. Acción de Inconstitucionalidad. contra Ley 9024 impuesto Personas Jurídicas. Se rechaza de plano la acción.-



	12-004712-0007-CO

Voto 2012-05258
	25-04-12
	A las quince horas. Acción de Inconstitucionalidad contra la Ley 9024 del 23 de diciembre de 2011 (impuesto a las personas Jurídicas). Se rechaza de plano la acción.- 



	12-004860-0007-CO

Voto 2012-05263
	25-04-12
	A las quince horas. Acción de Inconstitucionalidad contra Ley General de Control de Tabaco y sus Efectos nocivos en la Salud. Se rechaza de plano la acción.- 



	12-005130-0007-CO

Voto 2012-05283
	25-04-12
	A las quince horas con un minuto. Consulta Legislativa referente a la  Aprobación del Tratado entre la República de Costa Rica y la República de Corea sobre extradición. Expediente Legislativo 17.276.- No ha lugar a evacuar la consulta. Archívese el expediente.-



	10-009086-0007-CO

Voto 2012-05284
	25-04-12
	A las quince horas con dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Artículo 5 frase final, Ley General de Pensiones a cargo del Presupuesto Nacional N°. 7302 y –artículo 15 del Reglamento de la Ley General de Pensiones a cargo del Presupuesto Nacional. Decreto Ejecutivo 33080-mtss-h. Se declara con lugar la acción. En consecuencia debe interpretarse la frase final del artículo 5° de la Ley General de Pensiones con cargo al Presupuesto Nacional, Ley #7302 y el artículo 15 de su Reglamento, Decreto Ejecutivo #33080-MTSS-H en el sentido que ambas normas incluyen el rubro salarial denominado desarraigo. Esta sentencia tiene efectos declarativos, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Sin embargo, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos en el sentido de que la inconstitucionalidad declarada surte efectos generales a partir de la publicación del primer aviso en el Boletín Judicial acerca de la admisión a trámite de la presente acción. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, y a la Dirección Nacional de Pensiones del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-



	11-008441-0007-CO

Voto 2012-05285
	25-04-12
	A las quince horas con tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra el Decreto Ejecutivo 35368 MAG-S-MINAET. Se rechazan de plano las acciones acumuladas.-



	11-016060-0007-CO

Voto 2012-05286
	25-04-12
	A las quince horas con veinte minutos. Consulta Legislativa referente al proyecto de aprobación de la  "TRANSFORMACIÓN  DEL  INSTITUTO  DE  DESARROLLOAGRARIO  (IDA)  EN  EL  INSTITUTO  DE  DESARROLLO  RURAL (INDER)",  que  se tramita  en  el expediente legislativo  número 17.218,  en cuanto consideran que el  artículo 85 de ese proyecto contiene  serios problemas de sintaxis gramatical,  contiene un desorden de ideas, oraciones, párrafos y temas dispersos o mal  acomodados,   lo  cual provoca  incluso  un  espíritu  del legislador  equívoco  y bastante difícil de descifrar, precisamente por haber sido redactado sin mayor rigor en materia de buena  técnica legislativa. No ha lugar a la gestión formulada.- El Magistrado Castillo pone nota.-



	12-002891-0007-CO

Voto 2012-05318
	27-04-12
	A las nueve horas con cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra artículo 131 bis Inc. B) Ley 7331. Se rechaza de plano la acción.-


	3. EDICTOS DE CURSO PUBLICADOS




	12-002423-0007-CO
	Contra la Ley de incentivos a los profesionales en Ciencias Medicas N°6836.

Resolución de las once horas y tres minutos del veintiuno de marzo del dos mil doce.
Boletín judicial 078, 079, 080 del 23, 24 y 25 de abril del 2012.
	INCENTIVOS MÉDICOS

-Ley de Incentivos a los Profesionales en Ciencias Médicas. No. 6836 del 22-12-1982

Se acusa que los incentivos médicos que recibe este gremio es violatorio de los derechos constitucionales de los asegurados y les da una ventaja que lesiona el principio de igualdad respecto de otros funcionarios y afecta las finanzas de la CCSS.



	12-001676-0007-CO
	Contra el artículo 52 de la Ley N° 7523.

Resolución de las dieciséis horas y veintiséis minutos del quince de marzo del dos mil doce.

Boletín judicial 078, 079, 080 del 23, 24 y 25 de abril del 2012.
	SANCIONES IMPUESTAS POR LA SUPEN

-Artículo 52 de la Ley 7523. Régimen Privado de Pensiones Alimentarias, reformada por la Ley 7982 del 16-02-2000.

La norma faculta a la SUPEN para sancionar, destituir, inhabilitar, y multar a personas físicas y a empleados y directivos de las entidades sujetas a la fiscalización de dicha entidad. Se cuestiona la interpretación de la SUPEN de seleccionar a quienes investiga y a quienes no. 



	12-001637-0007-CO
	Contra Jurisprudencia de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, respecto a la obligación de indexar los resultados de las sentencias que imponen obligaciones de pago de extremos laborales. Resolución de las diez horas y nueve minutos del veintidós de marzo del dos mil doce.
Boletín judicial 078, 079, 080 del 23, 24 y 25 de abril del 2012.
	INDEXACIÓN DE SENTENCIAS DE MATERIA LABORAL

-Jurisprudencia de la Sala Segunda respecto a la obligación de indexación de las sentencias que imponen obligación de pagos de extremos laborales.

Se acusa que el cambio jurisprudencial no se fundamentó en ninguna norma jurídica. (sentencias 225-10, 1419-10, 260-09 y 312-09.



	12-003351-0007-CO
	Contra el artículo 221 de la Ley de Tránsito sobre Vías Públicas Terrestres, N° 7331.
Resolución de a las dieciocho horas y cincuenta y siete minutos del trece de marzo de dos mil doce.
Boletín judicial 082, 083, 084 del 27 y 30 de abril del 2012.
	CERTIFICACIONES QUE EMITE CONAVI SOBRE VEHÍCULOS

-Artículo 221 de la Ley de Tránsito por vías Públicas Terrestres. 

La norma señala que  todo propietario o interesado deberá cancelar todas las obligaciones pendientes que, a la fecha, aparezcan a su nombre, como multas, gravámenes o anotaciones, establecidas en esta Ley, además de impuestos, seguro obligatorio de vehículos y derechos, para realizar inscripciones, reinscripciones, desinscripciones, inscripción de gravámenes, etc. Quedan igualmente obligados a tal cancelación, los propietarios de vehículos destinados al transporte público, cuando se trate de gestiones referentes a concesiones, permisos, exoneración de impuestos, trámites ante la Comisión Técnica de Transportes y otros. Se acusa que COSEVI interpreta que para emitir  una certificación que un vehículo está al día en sus deudas, todos los vehículos del mismo propietario deben estar igualmente al día en el pago de sus obligaciones. 




	4.  SENTENCIAS INTEGRAS PUBLICADAS




	NO. BOLETÍN


	FECHA
	VOTO

	082
	27 de abril del 2012
	Sentencia 2011-15171

Expediente 10-005464-0007-CO. A las doce horas con veintidós minutos. Acción de Inconstitucional.- Heriberto Guzmán Castillo, Yolanda Castillo Mora contra el artículo 47 inciso d) y h) del Reglamento Autónomo para la selección y adjudicación del los solicitantes de Tierras. Aprobado en sesión 051-03 del 10-11-2003, modificado en artículo 38 de sesión # 53-03 del 24-11-2003. Se declara sin lugar la acción, siempre que se interprete conforme al Derecho de la Constitución que la frase "o miembros del núcleo familiar" del artículo 47 inciso d) del Reglamento Autónomo para la Selección y Adjudicación de Solicitantes de Tierras del Instituto de Desarrollo Agrario, hace referencia al concepto de "familia nuclear", integrada únicamente por los progenitores y los hijos o hijas que no han logrado independencia económica y viven bajo el mismo techo o parcela. Esta sentencia es declarativa y su efecto retroactivo a la fecha de vigencia de las normas impugnadas, todo sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Notifíquese a la Asamblea Legislativa, al Poder Ejecutivo y a la Junta Directiva del Instituto de Desarrollo Agrario. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-
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AMBIENTE 

5430-12 ﻿CONTAMINACIÓN SÓNICA.  PROVOCADA POR BAR EN DESAMPARADOS. Alega el recurrente el derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, pues, en su criterio, el Área Rectora de Salud de Desamparados y la Municipalidad de Desamparados, han omitido fiscalizar la actividad que se realiza en un Bar de la zona. En este caso, no consta la intervención de las autoridades de salud ﻿y por su parte, no se demuestra idónea y fehacientemente que el recurrente haya  reclamado la intervención de la corporación municipal en la atención del problema  que le aqueja. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente en lo que respecta a la omisión reprochada al Ministerio de Salud. Se le advierte a la Directora  del  Área  Rectora  de  Salud  de Desamparados, abstenerse de incurrir, nuevamente, en la omisión que dio merito para acoger este amparo.  En lo demás, se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Jinesta y Piza salvan el voto. CL Parcial
5431-12 AGUAS NEGRAS. SE ACUSA FALTA DE ACCIÓN DE LAS AUTORIDADES PARA LA REPARACIÓN DEL DAÑO. Alega la recurrente que  su madre y una vecina de ésta, se encuentran recibiendo  aguas negras debido a que el tubo que guiaba dicha agua se reventó y no ha sido posible reparado. En este caso, consta que las autoridades recurridas se limitaron a indicar que la denuncia planteada por los amparados, sería tramitada dentro de un plazo de 6 a 7 meses, tiempo que, sin duda alguna, resulta excesivo e irrazonable. ﻿Se declara con lugar el recurso.  En consecuencia,  se le ordena  a la  Directora del Área Rectora de Salud de Desamparados, que DE INMEDIATO, proceda a notificarle a la parte interesada la orden  sanitaria No. CS-ARS-D-ERS-OS-0122-2012. Asimismo, se le ordena a dicha autoridad realizar todas aquellas gestiones que sean necesarias a efecto que se cumpla, a cabalidad y, dentro del término conferido, lo dispuesto en la referida orden sanitaria. CL

5036-12 MALOS OLORES. AUSENCIA DE ALCANTARILLAS EN BARRIO EL CARMEN DE PUNTARENAS. Alega el recurrente que desde hace muchos años en el Barrio del Carmen de Puntarenas hay dos alcantarillas, una detrás de un y otra a un costado del mismo que emanan olores insoportables que preocupan a la comunidad y la gente teme por su salud, niños y adultos mayores. En este caso, la Sala señala que ﻿la función primordial del Ministerio de Salud es garantizar la salud de los habitantes del país, de ahí que en el caso concreto, el Área Rectora de Salud de Puntarenas se encontraba en la obligación de adoptar todas las medidas del caso para salvaguardar los intereses de los habitantes de la zona, ante la existencia de un problema que les afectaba. ﻿Se declara con lugar el recurso,  únicamente en cuanto  al Ministerio de Salud. Se ordena a  la Directora del Área Rectora de Salud de Puntarenas, realizar las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que dentro del plazo de OCHO DÍAS, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se realicen las pruebas técnicas necesarias para determinar si el problema de malos olores denunciado por el recurrente, tiene su origen en algún inmueble ubicado en la zona en cuestión, y de ser así, se dicten las medidas correctivas del caso.  Los Magistrados Jinesta y Piza salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. CL
4620-12. FIESTA TAURINA. ORGANIZACIÓN DE ACTIVIDAD RELACIONADAS CON CORRIDAS DE TOROS AL ESTILO PAMPLONA. La parte recurrente señala que por medio del noticiero Telenoticias de canal 7, y por Internet, redes sociales como Facebook y Twitter y otros medios de comunicación, se ha anunciado la realización de una actividad taurina al estilo “encierro Pamplona” durante el mes de abril de 2012, en el campo de ferias El Pedregal, Rivera de Belén. Señala que según los organizadores, durante el desarrollo de dicha actividad se permitirá la venta y consumo indiscriminado de bebidas alcohólicas y no se han tomado las previsiones de seguridad, salud, higiene e impacto que pueda tener. Alega que dicha situación pone en riesgo no sólo la vida de las personas, sino también la de los animales. Indica que en ese tipo de eventos existe crueldad y maltrato hacia los toros, llevándolos hasta la muerte. Manifiesta que Costa Rica es un Estado de Derecho, de vocación conservacionista,  por ello el Estado debe garantizar el respeto hacia la vida humana, la integridad de los animales de cualquier especie y las buenas costumbres. Según las consideraciones de esta Sala y por acreditarse la violación a los derechos constitucionales a la dignidad, la salud y el ambiente, se decide declarar parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Director del Área Rectora de Salud de Belén-Flores del Ministerio de Salud; al Alcalde y Presidenta del Concejo Municipal de Belén, al representante legal de la empresa Eventos Pedregal Sociedad Anónima, girar de inmediato las órdenes necesarias para que en el evento denominado: “Pamplona y Más”, no se incluya ningún tipo de actividad relacionada con corridas de toros al estilo Pamplona. Notifíquese la presente resolución en forma personal, Los Magistrados Castillo y Piza salvan el voto. La Magistrada Calzada pone nota dando razones adicionales. CL Parcial
4628-12. PERMISOS. SE ACUSA QUE A Y A NO DEBE DAR MAS PERMISOS PARA CONSTRUCCIONES EN EL VALLE CENTRAL, POR FALTA DE AGUA. Alega el recurrente que  según estudios ﻿ de SENARA, se concluyó que en los acuíferos ubicados en el Valle Central denominados  Barva Colima Superior e Inferior, la demanda supera la oferta hídrica y que, el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados perforó el pozo del Cacique extrayendo un caudal de ciento dos litros por segundo poniendo en riesgo que una gran cantidad de personas  que utilizan agua del acuífero, queden sin agua, pues la que se extrae de ese pozo ha generado y va a generar que todos los costarricenses que ya tienen sus viviendas sobre el acuífero, se queden a corto plazo sin agua pues no tiene más para más personas. Solicita que se ordene que el AyA no dar nuevas cartas de disponibilidad de agua en el Valle Central, que se cierre el pozo Cacique y los pozos autorizados con posterioridad a 2007, cuando se declaró que ya no había agua en el acuífero Colima. En este caso, señala la Sala que se ﻿ha acreditado que el acuífero Colima Inferior ha quedado reservado para el AyA, institución que debe coordinar  con el SENARA y MINAET la evaluación por estudios hidrogeológicos y la determinación de los volúmenes utilizables del acuífero y para la tramitación de solicitudes de perforación, los usuarios deben presentar los estudios que permitan cumplir las disposiciones de la Contraloría General de la República y que, en casos críticos, que se demuestre con estudios a nivel cantonal, se podrá valorar nuevas solicitudes de perforación de pozos por parte de los operadores  de agua. Se declara sin lugar el recurso. Salva el voto el Magistrado Rodolfo Piza Rocafort por considerar que debe declararse sin lugar el recurso por entrañar una cuestión propia del control de legalidad. SL.

4635-12 PERMISOS. PLANTA INDUSTRIAL EN MONTES DE ORO. Alega recurrente que la empresa recurrida solicitó ante la Secretaría Técnica  Nacional  Ambiental  la  viabilidad  para  una  planta  industrial  de beneficiamiento de oro en Agua Buena, Cantón de Montes de Oro. Estima que esa gestión debió ser rechazada ad portas, porque el Decreto Ejecutivo número 35982-MINAET, declaró la moratoria nacional para la minería de oro, incluido el beneficio de los materiales por medio de cianuro o mercurio. En este caso, la Sala aclara que si bien el citado Decreto en el artículo primero declara la moratoria nacional por plazo indefinido de minería metálica de oro a cielo abierto en el territorio nacional, lo cierto es que ello no inhibe a la Administración para que otorgue trámite a una solicitud, pues el administrado interesado  en obtener  la viabilidad ambiental para un proyecto tiene derecho a conocer las razones por las cuales no se le puede otorgar la misma. No  observa  la  Sala  que  el  actuar  de  la Administración haya lesionado los derechos fundamentales del amparado, así como tampoco el ambiente, pues en ningún momento otorgó un derecho subjetivo contrario a la normativa nacional. Se declara sin lugar el recurso. SL
4636-12 AGUA. CONTAMINACIÓN POR AGUAS RESIDUALES EN CARTAGO. Alega el recurrente que en la provincia de Cartago continúa el problema de contaminación en los tanques de tratamiento de aguas residuales, lo cual ha generado conjuntamente la contaminación de la quebrada El Molino. En este caso la Sala considera que en el presente caso nos encontramos ante un problema sanitario grave que afecta al medio ambiente y la salud de los habitantes de la comunidad de Cantón Central de Cartago; y en reiterada jurisprudencia   la Sala  ha dicho que no se puede aceptar que a los seres humanos se les niegue el derecho a un ambiente sano, el derecho a la salud, debido a la incapacidad de las autoridades públicas correspondientes para ejercer efectivamente   las potestades  de vigilancia y la solución a los problemas otorgadas  por ley. Se declara con lugar el recurso. CL

4637-12 REFUGIO. PLAN DE MANEJO DE RESCATE DE FAUNA SILVESTRE. Alega el recurrente que en virtud de las visitas realizadas en su condición de biólogo al centro recurrido,  descubrió  una  serie  de  incongruencias  entre  el plan  de manejo diseñado, la infraestructura y los servicios  que contiene el lugar. Añade que advirtió  diversos  factores  nefastos  que  se  dan  a  nivel  de  alimentación, manipulación y domesticación de los animales, convivencia de animales silvestres junto con domésticos, servicio sanitario en mal estado  y falta de agua potable. En este caso la Sala señala que ﻿debido a que los representantes del refugio  no acataron las órdenes administrativas, notificadas en el mes de septiembre de 2011, y una vez resueltos los recursos administrativos interpuestos, el 28 de febrero de 2012, la Dirección Regional de Chorotega del Servicio Nacional de Salud Animal procedió al decomiso de la totalidad de los animales silvestres que se encontraban en el centro de rescate y al cierre del mismo, razón por la que la Sala no encuentra que se haya lesionado ningún derecho al recurrente o algún miembro de la comunidad. Se declara sin lugar el recurso. SL
ASAMBLEA LEGISLATIVA
4771-12 PERMISOS. OTORGAMIENTO DE PERMISOS DEBEN OTORGARSE BAJO PARÁMETROS OBJETIVOS. Alegan los recurrentes que es discriminatoria la denegatoria de los permisos que solicitaron para ausentarse del plenario legislativo, solo por el hecho pertenecer al Partido Liberación Nacional, mientras que a las personas integrantes de otras fracciones políticas, sí se les otorga. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara con lugar el recurso. Se anulan los oficios números PAL-1322-2012, PAL-1326-2012 y PAL-1327-2012, todos del 7 de febrero de 2012. Se le apercibe al Presidente de la Asamblea Legislativa, abstenerse de incurrir en los actos que dieron mérito para acoger el presente recurso. CL
COMERCIO
4826-12. VIGILANCIA DE LOCALES. SE ACUSA ACOSO POLICIAL EN BAR UBICADO EN SAN JOSÉ. El  recurrente acusa que en Bar La Verbena,  los policías llegan y desnudan a los clientes en busca  de drogas,  sin presencia de autoridad judicial competente, para luego elaborar un parte y cerrar el local por 24 horas.  En el presente caso, la Sala tiene por demostrado que miembros de la policía Municipal de San José se han apersonado varias veces al Bar La Verbena y han procedido a inspeccionar el lugar. Sobre estas situaciones en particular, la Sala ha señalado que lo actuado en este sentido no cercena de manera o modo alguno el goce de los derechos fundamentales de la población. De esta forma, la Sala considera  que no existe ninguna diligencia arbitraria, sino que lo actuado constituye un ejercicio  de  las  potestades municipales de control, basadas en la obligación y responsabilidad que el ordenamiento jurídico le atribuye con la finalidad de resguardar el cumplimiento de la normativa, la que, aparte de regular el funcionamiento de locales comerciales debe vigilar también las actividades que allí se realicen, con la finalidad de proteger la  seguridad y la salud de los habitantes de la comunidad. En cuanto a que las autoridades recurridas solicitan las cédula de identidad de los clientes y empleados, los arrinconan -tanto a mujeres como  a hombre-  y los desnudan buscando drogas, informan bajo juramento las autoridades recurridas que no es cierto, ya que la inspección se realiza apegada al ordenamiento jurídico y respetando los derechos de la ciudadanía. En el expediente no existe prueba que desvirtué lo señalado por los recurridos, y no se logra constar que se obligue a las personas a desnudarse, por lo que se declara sin lugar el presente recurso. SL
DERECHO A LA EDUCACIÓN

5346-12 MATRICULA. SE NIEGA POR FALTA DE CUPO. Alega la recurrente que  por razones personales, se tuvieron que ir  a vivir a Pérez Zeledón y solicitó matrícula en dos centros educativos, y en ambos  le negaron la matrícula a su hijo, aduciendo la supuesta falta de cupo. En este caso, la Sala señala que la falta de cupo es una razón objetiva para denegar la matrícula, sin embargo, dicha circunstancia  se  torna  ilegítima  cuando  las  autoridades  del  Ministerio  de Educación Pública no le ofrecen al estudiante otra opción en la que pueda continuar con sus estudios. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena al  Director Regional de Educación de Pérez Zeledón, o a quien ocupe su cargo, disponer, en forma inmediata, lo necesario a efecto que el amparado sea matriculado, de manera definitiva, en un centro educativo cercano a su domicilio y en el nivel que le corresponde. CL

5351-12 PRESUPUESTO. ELIMINAN LECCIONES DE MÚSICA EN CENTRO EDUCATIVO POR FALTA DE PRESUPUESTO. Alega el recurrente que por  razones presupuestarias del Ministerio de Educación Pública, en el centro educativo del amparado dispusieron no impartir más lecciones de música a los menores. En este caso, la Sala señala que  la educación no sólo es un derecho fundamental, sino que además, constituye un servicio público a cargo del Estado, que como tal, reúne las características propias  de éste, así bajo esa inteligencia, se ha reconocido  que el Estado debe adoptar las medidas necesarias, a fin que la educación se brinde en forma continua y eficiente. ﻿Se declara con lugar el recurso. Se ordena a al Director de la Dirección Regional de Educación de San José Central y a la Directora de la Escuela Granadilla Norte de la Dirección Regional de Educación San José Central, ambos  del Ministerio de Educación Pública -cada uno dentro del ámbito de sus competencias- o a quienes ocupen los cargos,   adoptar de inmediato las acciones administrativas necesarias para asegurar que en el curso lectivo 2012 se imparta la materia de Educación Musical y Artes Plásticas en la Escuela Granadilla Norte. CL
5353-12. MENOR CON DISCAPACIDAD. NO LE DAN ACCESO A EDUCACIÓN POR FALTA DE PRESUPUESTO.  La  recurrente,  madre  del  menor  amparado, considera que a este se le están violentando sus derechos fundamentales (igualdad  por ser persona discapacitada, y educación) por el hecho de que, fuera denegada la solicitud de la Directora del Centro de Enseñanza Especial Lenin Salazar Quesada -donde su hijo cursa el kinder- de un código de deficiencias visuales, bajo el argumento de falta de presupuesto. Se declara CON LUGAR el recurso, en consecuencia se ordena al Viceministro Administrativa del Ministerio de Educación Pública y a la Jefe del Departamento de Educación Especial del Ministerio de Educación Pública, proceder de inmediato, cada una dentro del ámbito de sus competencias, a girar las instrucciones del caso a efectos de que las necesidades especiales del menor amparado sean debidamente atendidas -y del resto de menores con discapacidad visual-, en especial las referidas a su discapacidad visual, ofreciéndole a la recurrente, la docente a cargo del menor y la Directora del Centro de Enseñanza Especial Lenin Salazar Quesada el apoyo requerido para su proceso educativo, sea personal especializado, apoyo curricular, ayuda técnica, material didáctico adaptado, asesoramiento, capacitación de la docente, entre otros.  CL
4963-12. CENTRO EDUCATIVO. NO RECONOCEN TÍTULOS EMITIDOS POR CENTRO QUE NO ESTABA DEBIDAMENTE ACREDITADO. Alegan las recurrentes, que a los menores amparados se les está violentando su derecho a la educación, debido que en el 2011 matricularon a sus hijos en sexto grado en el centro educativo recurrido, los personeros de dicha institución les aseguraron que cumplían con los requisitos  exigidos por el Ministerio de Educación Pública para su acreditación y reconocimiento.  Sin embargo,  ello resultó no cierto y ahora no pueden matricularlos en otro centro educativo. En este caso, la Sala señala que no puede el Ministerio recurrido pretender que los estudiantes sufran las consecuencias de la inercia de las autoridades públicas y/o privadas en el proceso de acreditación, pues se encuentra en juego su derecho a la educación. ﻿Se declara parcialmente con lugar el recurso únicamente por la amenaza de no poder continuar el proceso educativo. En cuanto a la falta de firma de los títulos se declara sin lugar. CL Parcial

4638-12 TITULOS. LEGALIZACIÓN DE TÍTULOS UNIVERSITARIOS. Alegan los recurrentes que  por un conflicto entre la Universidad Panamericana con el Consejo Nacional de Enseñanza Superior Universitaria Privada (CONESUP) en relación al ente auspiciador de la universidad recurrida, no les entregan sus títulos de graduación. Lo anterior, pese a que ya cumplieron todos los requisitos académicos correspondientes para que se realice la entrega formal de los mismos, que los acreditan como profesionales en las respectivas carreras cursadas. En este caso, la Sala señala que ﻿el atraso en la entrega de los títulos académicos de los amparados deviene producto de una omisión por parte de la Universidad recurrida, que fue sancionada por el CONESUP al no actualizar debidamente el registro y las autorizaciones del ente auspiciador que respalda  al centro educativo en cuestión; no obstante, conforme se desprende de la relación de hechos probados,  las  autoridades  del  CONESUP  ya  aceptaron  la  documentación presentada por la Universidad recurrida y aceptaron el nuevo ente auspiciador de dicho centro educativo,  con lo cual, según se informa, ya se normalizó la recepción  de documentos  y  de  cualquier  otra  solicitud  de  la  Universidad, procediéndose, por ende, a refrendar los títulos expedidos a favor de los estudiantes amparados. ﻿Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente, contra la Universidad Panamericana. CL Parcial
4660-12. SANCIÓN. FALTA AL DEBIDO PROCESO. Alega el recurrente que se sancionó a la menor amparada por la supuesta  comisión de una falta grave   y las autoridades del Colegio recurrido le impusieron sanciones  de rebajo de la nota de conducta  y acciones correctivas, sin respetar el debido proceso. En este caso, la Sala señala que en materia disciplinaria, las autoridades de los centros educativos deben  de  iniciar  los procedimientos  mínimos  establecidos para garantizarle el derecho al debido proceso al estudiante investigado, tal como lo dispone el artículo 69 del Reglamento de Evaluación de los Aprendizajes (Decreto Ejecutivo 35355-MEP) y que lleva razón el recurrente en sus alegatos, por cuanto existe una violación a los derechos de la amparada. Se declara con lugar el recurso por violación al debido proceso. Se anula oficio CONOPAL 11-2012 del 27 de febrero de 2012 suscrito por la Directora del Colegio Nocturno de Palmares. CL
DERECHO A LA INFORMACIÓN
3780-12 ACCESO A EXPEDIENTE. SE NIEGA POR ESTAR EN ETAPA PREPARATORIA. Alega el recurrente que ﻿se apersonó a la autoridad recurrida y solicitó que se le permitiera tener acceso a un expediente, pero le fue negado, bajo el argumento de que la encargada de tramitarlo era la única que podía autorizar el acceso al mismo y se encontraba libre. En este caso, consta que el recurrente no aparece como imputado, ni es parte en el proceso, por lo que de conformidad con el artículo 295 del Código Procesal Penal, no puede alegar derecho a tener acceso, pues por la etapa de la investigación en la que se encuentra -procedimiento preparatorio- no es público para terceros. Se declara sin lugar el recurso. SL

EDUCACIÓN

4963-12. CENTRO EDUCATIVO. NO RECONOCEN TÍTULOS EMITIDOS POR CENTRO QUE NO ESTABA DEBIDAMENTE ACREDITADO. Alegan las recurrentes, que a los menores amparados se les está violentando su derecho a la educación, debido que en el 2011 matricularon a sus hijos en sexto grado en el centro educativo recurrido, los personeros de dicha institución les aseguraron que cumplían con los requisitos  exigidos por el Ministerio de Educación Pública para su acreditación y reconocimiento.  Sin embargo,  ello resultó no cierto y ahora no pueden matricularlos en otro centro educativo. En este caso, la Sala señala que no puede el Ministerio recurrido pretender que los estudiantes sufran las consecuencias de la inercia de las autoridades públicas y/o privadas en el proceso de acreditación, pues se encuentra en juego su derecho a la educación. ﻿Se declara parcialmente con lugar el recurso únicamente por la amenaza de no poder continuar el proceso educativo. En cuanto a la falta de firma de los títulos se declara sin lugar. CL Parcial

4639-12 BANCARIO. NIEGAN INFORMACIÓN SOBRE CUENTAS Y OPERACIONES AL INTERESADO. Alega el recurrente que realizó por escrito ante una entidad bancaria una solicitud de información sobre los movimientos de sus cuentas y operaciones  de crédito, así como  el historial de pago. No obstante, el mismo le fue negado. En este caso, la Sala señala que no se tiene por acreditado que al recurrente se le haya brindado respuesta escrita a su solicitud de 12 de enero de 2012 por lo que se tiene por configurada la lesión a los derechos fundamentales del amparado por la falta de entrega de la respuesta requerida, motivo por el cual el presente recurso debe ser estimado, como en efecto se ordena. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Gerente de la Sucursal del Banco Nacional de Costa Rica, en La Fortuna de San Carlos, que de inmediato responda la gestión de 12 de enero de 2012 planteada por el recurrente. CL

DERECHO A LA SALUD

5075-12 SEGURIDAD SOCIAL. REQUISITOS PARA ASEGURAR ESPOSAS DE RECLUSOS. Alega el recurrente que en su condición de privado de libertad realizó los trámites de acuerdo con lo establecido en el Convenio de la CCSS y el Ministerio de Justicia y Paz para asegurar a su esposa, sin embargo no la aseguran alegando que aún está joven. En este caso la Sala señala que  la negativa cuestionada no obedeció a una decisión arbitraria de la recurrida, sino al hecho de que la tutelada no cumple con los requerimientos establecidos reglamentariamente para ser asegurada por el Estado, toda vez que cuenta con un trabajo remunerado, por lo que corresponde a su patrono  asegurarla por el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte. Se declara sin lugar el recurso.  SL
DERECHO DE TRABAJO
5290-12 INCAPACIDAD. CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL SUSPENDE SUBSIDIO. Alega el recurrente que producto de un accidente laboral debió ser incapacitada y  que durante los períodos de incapacidad, ha recibido los subsidios correspondientes  por parte de la Caja Costarricense  de Seguro Social, no obstante ﻿se le suspendió el pago con el argumento de que no le compete a la Caja Costarricense de Seguro Social hacer efectivo el pago de dicho subsidio, sino al Instituto   Nacional de Seguros y que, considera que al ser funcionaria de la Caja Costarricense de Seguro Social, es a dicha entidad a quien le corresponde el pago de la incapacidad. En este caso la Sala señala que la entidad recurrida no puede  desde  la  óptica  de  los  derechos  fundamentales  desproteger  a  los trabajadores  con  la  aplicación  de  normas  reglamentarios o directrices institucionales (instructivo para el pago de las incapacidades de los trabajadores de la CCSS) y que, el  plazo de dos años es contrario a la protección del derecho a la salud y mientras el padecimiento subsista  debe darse el subsidio.  ﻿Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al GERENTE   FINANCIERO   DE   LA   CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL, o a quien ocupe el cargo, que tome las medidas necesarias para que a la amparada se le siga pagando el subsidio que le corresponde, mientras subsistan las causas de su enfermedad, previo criterio médico. CL
5517-12. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. ORDENAN DAR ACCESO A LA DENUNCIANTE EN CASO DE ACOSO LABORAL. Alega la recurrente que interpuso ante el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social una denuncia contra un funcionario legislativo por Acoso y Hostigamiento Laboral. Que dos inspectoras de trabajo le informaron al Director Ejecutivo la denuncia antes indicada y solicitaron que se les informara, si en la Asamblea Legislativa había un procedimiento para este tipo de casos, a lo que les indicaron que no y, se ordenó una investigación interna, por acoso laboral, nombrando al Órgano Director del Procedimiento. Acusa la recurrente que trató de tener acceso al expediente en la Asamblea Legislativa y le fue negado por ser denunciante, afirmando que no es parte en el proceso. Finalmente, la causa contra el funcionario que acusó por acoso, fue archivada. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia y las particularidades de este caso concreto, se declara con lugar el recurso. Se restituye a la recurrente en el pleno goce de sus derechos. Se anula lo dispuesto en el artículo III de la sesión ordinaria del Directorio Legislativo Nº 091-2012, celebrada el 19 de enero de 2019 -que acogió el recurso de apelación que promovió la persona investigada, y ordenó el archivo del procedimiento administrativo seguido en su contra-. Se le advierte a la Coordinadora del Órgano Director del Procedimiento y Presidente de la Asamblea Legislativa, abstenerse de incurrir, nuevamente, en los hechos que sirvieron de fundamento a que se acogiera este recurso. La Magistrada Calzada y los Magistrados Castillo, Piza y Ulate ponen nota. CL
5518-12. SANCIÓN. AMONESTACIÓN ESCRITA SIN DEBIDO PROCESO. Alega la accionante que la directora recurrida le impuso una amonestación escrita, por una decisión tomada, sin haberle dado oportunidad de defensa. Se declara con lugar el recurso. Se anula la sanción contenida en el oficio No. DAR-INTA-039-12 de 20 de febrero de 2012 impuesta a la recurrente. Asimismo, se les ordena a la Directora Administrativa Financiera y Jefe del Departamento de la Administración de Recursos Humanos, ambas del Instituto Nacional de Innovación y Transferencia en Tecnología Agropecuaria, suprimir inmediatamente ese documento del expediente personal de la funcionaria tutelada. Los Magistrados Armijo y Piza salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. CL
5336-12. REUBICACIÓN. MEDIDA SE HA PROLONGADO POR NUEVE MESES. Acusa la recurrente, que en virtud de una serie de situaciones conflictivas, fue reubicada de puesto hace nueve meses, sin que se haya iniciado procedimiento alguno en su contra. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, que proceda de manera inmediata a tomar las medidas necesarias que están dentro del ejercicio de sus competencias para concluir en el plazo de dos meses el procedimiento administrativo que se ha iniciado en contra de la recurrente. CL
5350-12. DESPIDO. FALTA AL DEBIDO PROCESO. El recurrente solicita el amparo de las garantías del debido proceso y el derecho de defensa. Alega que las autoridades de la  Municipalidad  de  Parrita  instruyeron  en  su  contra  un  procedimiento administrativo, que culminó en su despido,  sin responsabilidad  laboral, como contador de dicha corporación municipal.  Acusa que durante dicho procedimiento se cometieron vicios que lo colocaron en estado de indefensión, específicamente, que se llevó a cabo la audiencia oral sin que se resolvieran los incidentes de nulidad  que  interpuso  y que el acto final del  procedimiento carece de fundamentación, pues no se le comunicaron los hechos investigados y tenidos por acreditados, siendo que, tampoco se le entregó la resolución No. 003-ODA-2012, dictada por el órgano director del procedimiento administrativo. Se declara parcialmente CON LUGAR el recurso por infracción al principio de motivación de los actos administrativos. Se anula el acuerdo No. 18 del Concejo Municipal de Parrita adoptado en el artículo 4º, correspondencia, asunto No. 17, de la sesión ordinaria No. 2440-2012, celebrada el 12 de marzo de 2012, en el que se resolvió despedir sin responsabilidad patronal al funcionario municipal a partir del 14 de marzo del año en curso. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
5328-12. TRASLADO. SE ALEGA FALTA AL DEBIDO PROCESO. En este caso, se cuestiona el traslado y además, la forma en que se hizo, pues le fue comunicado, el mismo día a partir del cual regía el movimiento, por lo que no se le dio siquiera oportunidad de defensa. Se declara con lugar el recurso únicamente por violación al derecho de defensa. Se anula el acto administrativo de traslado dispuesto en el oficio DN-CEN-CINAI-492-2012 dictado por el Director Nacional de la Dirección Nacional de Centros de Educación y Nutrición Centros Infantiles de Atención Integral. En lo demás se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
5330-12. PERMISO. SE NIEGA PERMISO SIN GOCE DE SALARIO SIN TOMAR EN CUENTA EL PRINCIPIO DE INTERÉS SUPERIOR DEL NIÑO. La recurrente adujo que, el Área Rectora de Salud Tejar -El Guarco del Ministerio de Salud-, le denegó un permiso sin goce de salario, el cual necesita para cuidar a sus hijos. Reclamó que no le fue entregada la denegatoria, por escrito, con el fin de cuestionar la medida, esto pese a que así lo requirió. Por lo expuesto, estimó lesionados sus derechos fundamentales. En este caso, consta que el permiso en cuestión fue denegado, con sustento en tres razones: a) incumplimiento de lo dispuesto por el inciso c) del artículo 33 del Reglamento al Estatuto de Servicio Civil, dado que no se aportaron todos los requisitos, b) la imposibilidad de nombrar a un sustituto, debido a las directrices giradas para el ahorro del gasto público y, c) el deterioro de la prestación del servicio público que esto conllevaría. Aunado a lo expuesto,  la autoridad recurrida subrayó en su informe que, la amparada contaría con el permiso de lactancia para que pueda alimentar a su hija recién nacida. Sobre el particular, es importante llevar a cabo una serie de precisiones. En primer lugar, considera este Tribunal que la autoridad recurrida debió prevenir a la tutelada que presentara los requisitos faltantes, antes de proceder al rechazo de la gestión. De otra parte, observa esta Sala que la Administración antepuso criterios presupuestarios y de prestación del servicio público, sin valorar las circunstancias expuestas  por la promovente, sobre todo el criterio médico que adujo le respalda. Las autoridades del Ministerio de Salud obviaron el interés superior del niño, el cual, en función de lo dispuesto  en la Convención sobre los Derechos del Niño, debe servir como criterio rector en la toma de estas decisiones. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora del Área Rectora de Salud de El Guarco, del Ministerio de Salud, que, una vez presentados los requisitos y los criterios médicos necesarios, valore los mismos y, resuelva lo pertinente en cuanto al permiso sin goce de salario, siempre y cuando lo gestione la parte interesada, tomando en consideración el interés superior del niño.  El Magistrado Armijo Sancho salva el voto, únicamente, por lo que respecta a la negativa de entregar por escrito la denegatoria de la gestión y, aplica lo dispuesto en el párrafo 1° del artículo 52 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. CL
5312-12. NOMBRAMIENTO. SE ACUSA QUE SUSTITUYEN UN INTERINO POR OTRO. Acusa la recurrente que fue nombrada en el Centro Educativo Huetar, en Guápiles de manera interina y, que su nombramiento no fue prorrogado, nombrándose en su lugar a otra persona en forma interina. Se declara con lugar el recurso. Se anula la nómina No. 220819 2011 de la Dirección de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, en tanto ordenó el cese del interinazgo de la tutelada, como Profesora de Enseñaza General Básica 1 en el Centro Educativo Huetar (Cariari) de la Dirección Regional de Educación de Guápiles, del Ministerio de Educación Pública. Se ordena al Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, que, de manera inmediata, lleve a cabo todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que se restablezca a la recurrente, en el pleno goce y ejercicio de sus derechos. CL
5313-12. DISCRIMINACIÓN. SE ACUSA QUE NO FUE NOMBRADO POR TENER POLIOMIELITIS. El recurrente demandó la tutela del derecho a la igualdad y no discriminación, pues en su criterio, el Área de Medicina Legal de la institución recurrida dispuso que para el nombramiento de Técnico de Formación Profesional en el ICE, no era idóneo, ya que padece poliomielitis. Este Tribunal Constitucional considera, que el no haber obtenido el puesto como Técnico en Formación Profesional no viola los derechos fundamentales del amparado, en la medida  en  que  se  tiene  por  demostrado  que  esa  actuación  responde, exclusivamente, al resultado de la evaluación médica realizada por el Área de Servicio de Salud de la División de Capital Humanos. Conforme a las particularidades del caso, concretamente a que no se recomendó su nombramiento con el fin de salvaguardar su integridad física, por lo que procede declarar sin lugar el recurso. SL
4910-12 INTERINO. NO FUE PRORROGADO NOMBRAMIENTO. Alega la recurrente que ﻿ estaba nombrada  interinamente hasta el año 2013, y que no se le prorrogó su nombramiento como Miscelánea y más bien se le notificó su cese debido a que la plaza será ocupada en propiedad. En este caso la Sala estima que  el funcionario interino goza de estabilidad impropia y no tiene un derecho subjetivo a que se le prorrogue el nombramiento en forma indefinida, ni a que por el simple transcurso del tiempo se le nombre en propiedad. Se rechaza por el fondo el recurso. RF
4945-12 RECONOCIMIENTO DE DERECHOS. DEPENDE DE LA ANTIGÜEDAD EN LOS PUESTOS. Alega el recurrente que  los artículos 33, 36 y 58 del “Reglamento Autónomo de las Relaciones de Servicio entre la Autoridad Reguladora  de los Servicios Públicos, sus Órganos Desconcentrados  y sus Funcionarios” establecen un trato desigual entre los servidores de la Institución recurrida, respecto al otorgamiento de vacaciones, pago por concepto de vacaciones no disfrutadas y pago de anualidades, con base, únicamente, en su antigüedad. En este caso la Sala indica que el principio de igualdad constitucional obliga  a tratar de igual forma a quienes se encuentren en una misma situación jurídica o condiciones idénticas, sin que pueda pretenderse un trato igual cuando las  condiciones  o  circunstancias  son  desiguales.  Se declara sin lugar el recurso. SL

4954-12 SANCIÓN. FUNCIONARIO DE TACA ES SUSPENDIDO SIN DEBIDO PROCESO. Alega el recurrente que labora para el Grupo Taca, y que considera violentando su derecho al  debido  proceso  por  cuanto  la  firma  concesionaria  del  Aeropuerto  Juan Santamaría, le impuso una sanción muy gravosa  sin que se le haya comunicado por escrito y en contravención de lo dispuesto en el Reglamento para la emisión de gafetes de identificación pues dicho reglamento no sanciona la conducta desplegada. En este caso la Sala señala que resulta imperativo para la Administración instruir un procedimiento administrativo en el que se respeten las garantías que integran el debido proceso, de modo que el posible afectado pueda ejercer su derecho de defensa. ﻿Se declara con lugar  el recurso,  en consecuencia  se anula el oficio #1702-11-OCSA  Acta de retiro de gafete y el DOA-ID-002-2011 del 14 de setiembre del 2011 suscrito  por el Gerente de Operaciones y Seguridad, y todos los actos relacionados con el decomiso del gafete del recurrente. CL
4982-12 DESPIDO. INTERINO POR INTERINO EN EL HOSPITAL MÉXICO. Alegan los recurrentes alegan que  se encuentran nombradas, de manera interina, en una plaza vacante, en el Hospital México y que, las autoridades de la Caja Costarricense  de Seguro Social, pretenden removerlas de su puesto para, en su lugar, designar a otras funcionarias en idéntica condición de interinazgo. En este caso, la Sala señala que la motivación brindada no tiene la virtud de enervar la prohibición sólidamente consolidada  en la jurisprudencia de este Tribunal, de sustituir a un funcionario interino, por otro, en igual condición de interinazgo (véase voto de las 12:46 hrs. de 29 de enero de 2010). ﻿Se declara con lugar el recurso. Se anulan el acta No. 003 -2012 de 18 de enero de 2012 y el oficio No. DAFHM -0327 -2012 de 27 de febrero de 2012. Se ordena a la Directora Administrativa Financiera, Subdirectora Administrativa Financiera y, Jefe a.i. de la Oficina de Recursos Humanos, todos del Hospital México: a) que, de manera inmediata, lleven a cabo todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que se restablezca a las recurrentes, en el pleno goce y ejercicio de sus derechos  y, b) se abstengan de incurrir, nuevamente, en los hechos que dieron mérito a la presente estimatoria. CL

5033-12 INTERINO. ASIGNAN LECCIONES QUE TENÍA EL RECURRENTE, A OTRA PERSONA EN FORMA INTERINA. Alega el recurrente que  labora de forma interina desde el año 2006 en el Colegio Técnico Profesional Ambientalista Isaías Retana Arias de Pérez Zeledón y que, para el presente curso lectivo, el director la propuso como la persona idónea para impartir las lecciones de turismo ecológico con 20 horas; no obstante, le fueron asignadas mediante telegrama únicamente diez. En este caso, consta que hubo una sustitución de interino por interino y que  no  fue  sino  hasta  con posterioridad a la presentación de este recurso que el Ministerio recurrido realizó el aumento de lecciones solicitado por la recurrente, y ordenó el cese de la otra funcionaria. Se declara con lugar el recurso. El Magistrado Armijo Sancho salva el voto y lo declara con lugar. CL
5041-12 PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. MEDIDAS CAUTELARES POR TIEMPO INDEFINIDO. Alega la recurrente que en su contra existe un proceso disciplinario, en el que fue reubicada mientras se resolvía su situación; no obstante, considera que la reubicación, lejos de ser una medida cautelar, se ha convertido en una sanción por el tiempo transcurrido. En este caso, la Sala señala que si bien es cierto la administración se encuentra facultada para dictar medidas cautelares, éstas no pueden transcurrir de manera indefinida en el tiempo, pues su carácter es eminentemente temporal y en este caso, el plazo es excesivo. Se declara con lugar el recurso.  Se le ordena al Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, o a quien en su lugar ocupe ese cargo, que adopte las medidas necesarias para que en el plazo improrrogable de 8 DÍAS contado  a partir de la notificación de esta sentencia, se resuelva de forma definitiva la reubicación de la recurrente.  CL

4993-12 REASIGNACIÓN. ES REVOCADA SIN DEBIDO PROCESO. Alegan las recurrentes que en el lugar en el que laboran se les aprobó la reasignación de sus puestos de Técnico Civil 3 a Profesional  de Servicio Civil 1B. Sin embargo, la Auditoria interna de la institución informó que las tuteladas no cumplían con los requisitos legales para ocupar dichos puestos, por lo que el Departamento de Recursos Humanos procedió a realizar las reversiones respectivas a dichas plazas y hacer los cálculos de las sumas que  deben de reintegrar a la administración por sumas pagadas de más. En este caso, la Sala señala que la actuación de la entidad recurrida violentó el Derecho de la Constitución, ya únicamente después del procedimiento respectivo, la administración recurrida, podrá retrotraer la situación de las amparadas a la condición previa a la recalificación. ﻿Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director Ejecutivo y Jefe Administrativo Financiero, ambos de la entidad recurrida, o a quienes en su lugar ejerzan dichos cargos, restituir inmediatamente a las recurrentes en el pleno goce de sus derechos conculcados. CL
5192-12  CONCURSO. ACTUALIZACIÓN DE ATESTADOS. Alega el recurrente  que la Dirección General del Servicio Civil le excluyó del concurso docente de actualización de datos llevado a cabo en el año 2009, y en lugar de actualizar sus atestados y experiencia, tomó como base los datos del anterior concurso llevado a cabo en el año 2007, donde aparecía con grupo profesional  VT-3, cuando  ahora estima que ostenta el grupo profesional VT-6. En este caso, la Sala señala que ﻿ la lista de candidatos para llenar dichas plazas se emitió  de  acuerdo  con  los  atestados  académicos  y experiencia  que  fueron presentados por los interesados, en el momento procesal oportuno, todo en un plano de igualdad. Se declara sin lugar el recurso. SL

4624-12  DESPIDO. POR INCUMPLIMIENTO DE PAGO DE DEUDAS. Alega el recurrente que el 02 de setiembre de 1998, ingresó a laborar para el Instituto recurrido. Señala que por motivos inesperados y de fuerza mayor de tipo económico, se vio obligado a hacerle frente a varias erogaciones sumamente fuertes, y tuvo que hacer uso de la tarjeta de crédito, incurriendo en un incumplimiento de pago de la misma, lo que motivó a su acreedor, a embargarle judicialmente su salario. Asegura que en este momento está honrando esa deuda, por medio de las deducciones salariales directas que le hace su patrono. Manifiesta que le fue aplicada una amonestación en la que se le indicó que en caso de sufrir un segundo embargo y con base en el artículo 101 de la Ley de Convención Colectiva de la Institución sería despedido sin responsabilidad patronal. En este caso señala la Sala que contraer obligaciones que no se puedan  satisfacer con el ingreso normal establecida  en el inciso e) del artículo 89  de la Ley de Convención Colectiva forma parte de los deberes extra laborales que todo trabajador debe cumplir dentro de la relación laboral. La especialidad de las circunstancias en las que se puede encontrar el trabajador  con motivo de las obligaciones asumidas  fuera de su relación laboral, como lo es el endeudamiento en que pueda incurrir, actúa como un  corrector  del  principio  general  de  no  considerar  como  negligente  el comportamiento  que de manera normal es observado por una persona de acuerdo con el desarrollo de la vida en comunidad. La Sala estima que el artículo 89 inciso e) impugnado de la Convención Colectiva no es contrario al derecho al trabajo en los términos expuestos, asimismo indica que la sanción por parte del Instituto Nacional de Seguros es consecuencia natural de los hechos ocurridos. Se cita el voto 1279-12. ﻿Se declara sin lugar el recurso. SL.

4654-12. DESPIDO.  DEL COMITÉ CANTONAL DE DEPORTES DE TIBAS. Alega el recurrente que fue despedido por parte del Municipalidad de Tibás y el Comité Cantonal de Deportes  de Colima, que le adeudan once salarios mensuales y el aguinaldo correspondiente al 2011. Asimismo, reclama que las autoridades recurridas le ordenaron desalojar las instalaciones deportivas en las que  residía. En este caso, señala la Sala que el accionante había suscrito un contrato de trabajo, a efecto de que se encargada de diversas labores relacionadas con el mantenimiento de las instalaciones deportivas de esa comunidad y el contrato no le fue prorrogado. Estima la Sala que todos los aspectos relativos al incumplimiento y ejecución de un contrato  de trabajo, como el pago salarial, son aspectos de legalidad ordinaria.  En lo que atañe al desalojo, se demostró que mediante el informe de la Contraloría General de la República, Nº DFOE-DL-0802, se le otorgó un plazo de seis meses a la Municipalidad de Tibás para normalizar la ocupación de particulares en las instalaciones deportivas y lo relativo al manejo de los dineros productos del alquiler de esos bienes públicos. Se declara sin lugar el recurso.  SL

4725-12 NOMBRAMIENTO. NO LE PERMITEN PARTICIPAR EN CONCURSO CON BASE EN INFORMACIÓN DESACTUALIZADA. ﻿Alega el recurrente violación a sus derechos fundamentales, pues el Organismo de Investigación Judicial le impide optar por el puesto de Investigador Uno con fundamento en información falsa y desactualizada. En este caso, la Sala señala que las autoridades recurridas al elegir el personal idóneo para el desempeño del cargo, poseen una amplia discrecionalidad, decisión en la que deben ponderar, precisamente,  la naturaleza de las funciones de los policías judiciales, en sus labores de auxilio a los tribunales penales y al Ministerio Público en el descubrimiento y verificación de los delitos y sus presuntos responsables (véase sentencia número 2007-006587). No obstante a lo indicado,  también es cierto es que en el presente asunto el Organismo  de Investigación Judicial, le impidió al recurrente continuar en el proceso de selección para optar por el puesto de investigador Uno con fundamento en información desactualizada, lo cual contraviene lo señalado por este Tribunal. Se declara con lugar el recurso, con base en lo dispuesto por el artículo 52 párrafo 1º de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. Se le ordena al Director de la Dirección del Organismo de Investigación Judicial, girar las directrices pertinentes para que sus subalternos se abstengan de incurrir, nuevamente, en los hechos que dieron mérito a la presente estimatoria. CL
DERECHO PENAL
4815-12 DETENCIÓN. SE ACUSA ARBITRARIEDAD. Alega el recurrente que lo detuvieron y se encuentra  retenido sin  presentarle  ninguna orden  de  detención,  ni  acta  alguna, por  lo  que  solicita  su  puesta en libertad. En este caso, señala la Sala que la actuación de las autoridades recurridas no fue ilegítima por cuanto al recurrente se le acredita una infracción a la ley de Psicotrópicos por transportar droga y es deber de la policía judicial como auxiliar del Ministerio Público individualizar a los autores y partícipes de los delitos de acción pública. Se declara sin lugar el recurso. SL

4899-12 PRISIÓN PREVENTIVA. ASUNTO DE TRAMITACIÓN COMPLEJA. Alega la recurrente que ﻿ la fecha fijada para la celebración  del  debate  -del  día   16  al  30  de  octubre  del   2012-  alarga injustificadamente la detención de su hijo, que es imputado en la causa. En este caso la Sala indica que el mismo proceso  penal contempla los mecanismos que permiten evaluar la medida cautelar impuesta, y tratándose de un asunto de tramitación compleja no se observa que se hayan irrespetado los plazos previstos al efecto. Se declara sin lugar el recurso. SL

4911-12 PRISIÓN PREVENTIVA. SE MANTIENE SIN ORDEN QUE LA PRORROGUE. Alega el recurrente violación de la libertad personal del tutelado, quien permanece detenido desde el 28 de marzo de 2012, sin una resolución de un Órgano Jurisdiccional que respalde la restricción de su libertad. En este caso la Sala señala que la situación impugnada es ilegítima y constituye una grosera vulneración de los derechos fundamentales del amparado. ﻿Se declara con lugar el recurso, pero sin ordenar la libertad del tutelado. CL
4941-12 DETENCIÓN. SE ACUSA QUE FUE SIN FUNDAMENTO ALGUNO. Alega el recurrente que considera ilegítimo que la autoridad recurrida haya recluido a su representado durante cuatro días sin fundamento legal. En este caso la Sala estima que con base en los hechos debidamente demostrados no existe lesión alguna a los derechos fundamentales del tutelado. Se declara sin lugar el recurso. Las Magistradas Calzada y Abdelnour salvan el voto y declaran con lugar el recurso.- SL 

5231-12  PRORROGA DE PRISIÓN PREVENTIVA. SIN PRESENCIA DEL IMPUTADO. Alega el recurrente que fue citado para conocer la prórroga de la medida cautelar impuesta, no obstante no pudo asistir debido a que debía realizar una diligencia y que, en la audiencia se prorrogó por dos meses la medida de prisión preventiva sin que a la fecha haya sido notificado. En este caso la Sala señala que no existe estado de indefensión alguna en perjuicio del recurrente por cuanto el Juzgado nombró un Defensor Público que lo representara en la audiencia. Se declara sin lugar el recurso. SL

4720-12 EXTRADICIÓN. SE ACUSA QUE HAY UN PROCESO CONTENCIOSO PENDIENTE Y SE CUESTIONA LA EXTRADICIÓN.  Alega el recurrente que  la  detención dispuesta en su contra en las diligencias de extradición que se tramitan ante el Tribunal Penal del Tercer Circuito Judicial de San José, resulta improcedente, en virtud  que  se  encuentra  pendiente  de  resolver  un  proceso  contencioso administrativo en contra de la resolución del Tribunal de Migración que le denegó el refugio político. Adujo también que, ha permanecido privado de libertad, por un plazo que excede los parámetros de la prisión preventiva. En criterio de este Tribunal, es un indicio contundente de que el tutelado pretende utilizar la demanda pendiente, como forma de obstaculizar su extradición. Esta Sala Constitucional  no puede tutelar el abuso de derecho, razón por la cual debe desestimar este extremo del recurso. En cuanto a su detención, la línea jurisprudencial de este Tribunal es clara al establecer que, no se justifica la aplicación de las reglas del Código Procesal Penal sobre la prisión preventiva, al procedimiento de extradición. En cuanto al alegado irrespeto a la Ley de Extradición, debe tomar en cuenta el tutelado que los tribunales nacionales se limitan a verificar el cumplimiento de los requisitos exigidos por la legislación vigente para otorgar la extradición solicitada, criterio que no es susceptible, en principio, de ser examinado en la sede de constitucionalidad. Finalmente, en cuanto al recurso de apelación planteado, consta que fue resuelto en un plazo prudencial. SL
4705-12 DETENCIÓN.  TRIBUNAL DE FLAGRANCIA SE NEGÓ A RESOLVER SITUACIÓN JURÍDICA DE LOS AMPARADOS, ADUCIENDO QUE NO ERA COMPETENTE. Alegan los recurrentes  ﻿violación de la libertad personal de los tutelados quienes han permanecido  detenidos bajo las órdenes del Tribunal de Flagrancia y la Fiscalía de Flagrancia por un término que excede el de 24 horas previsto en el artículo 37 de la Constitución Política. En este caso la Sala estima que  no hay acto reprochable a la Fiscalía recurrida que puso oportunamente  a los imputados,  aquí amparados,  a la orden de autoridad judicial antes del vencimiento del término de 24 horas previsto en el artículo 37 de la Constitución. En cuanto al ﻿ Tribunal de Flagrancia del Segundo Circuito Judicial, consta que se negó a resolver la situación jurídica de los amparados, aduciendo que no era competente, sobre ese tema se cita el voto 18816-09 y con ello, se comprueba la violación a los derechos fundamentales de los amparados. Se declara parcialmente con lugar los recursos de habeas corpus acumulados, únicamente en cuanto se dirigen contra el Tribunal de Flagrancia del Segundo Circuito Judicial de San José. En todo lo demás se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
4556-12. DEFENSA TÉCNICA. NIEGAN ENTREVISTA DE ABOGADO CON DETENIDO EN DELEGACIÓN POLICIAL DE LIMÓN. El recurrente manifiesta no se le permitió entrevistarse con el tutelado, a pesar de que éste lo había solicitado, para que le sirviera como defensor, ya que se encontraba privado de libertad. Esta Sala considera que del Derecho de la Constitución se deriva el derecho de todo imputado a que se le garantice, de forma efectiva, el ejercicio de la defensa técnica desde el primer acto del proceso  penal. En este caso, se verifica la violación al derecho a la defensa del tutelado por parte del Ministerio de Seguridad Pública. En virtud de esto, corresponde declarar con lugar parcialmente el recurso únicamente contra la Delegación Policial de Limón. Sin ordenar  la libertad del tutelado. Se ordena al Jefe de la Delegación Policial de Limón, al Asesor Legal Policial de la Dirección de Apoyo Legal Policial, y al Encargado  de la Oficina de la Dirección de Apoyo Legal, todos del Ministerio de Seguridad Pública, girar las directrices pertinentes para que sus subalternos se abstengan de incurrir, nuevamente, en los hechos que dieron mérito a la presente estimatoria. CL Parcial
4582-12. DETENCIÓN ILEGÍTIMA. SE MANTIENE AL AMPARADO PRIVADO LE LIBERTAD PESE A QUE EXISTE ORDEN DE PONER EN LIBERTAD. El recurrente acusa  que el tutelado se encuentra, ilegítimamente, privado de libertad personal, ya que se acordó la suspensión del proceso a prueba, y se ordena la  libertad del tutelado. No obstante, a la fecha de interposición de este proceso, continuaba detenido. Para este Tribunal queda claro que hubo una violación flagrante a la libertad personal  del tutelado, quien, como  se vio, permaneció detenido  sin sustento en ninguna resolución judicial por un error atribuible al despacho judicial recurrido. Es claro que debe mediar un plazo razonable para poner en libertad a una persona que se encuentra detenida, no obstante, resulta injustificable que ese período se dilate en forma excesiva por causas imputables, únicamente, a las autoridades jurisdiccionales  o penitenciarias bajo cuya custodia  se encuentra el detenido. En mérito de lo expuesto, al haberse constatado  la privación ilegítima de libertad del tutelado, se impone declarar con lugar el recurso para efectos de indemnización de los daños y perjuicios causados. CL

4579-12. PRORROGA DE LA PRISIÓN PREVENTIVA. TRIBUNAL PRORROGA DE OFICIO LA  PRISIÓN PREVENTIVA. El recurrente manifiesta que previo al dictado de medida cautelar, el Tribunal accionado no confirió audiencia a los defensores ni los imputados dentro del proceso penal y prorrogo el plazo de la prisión preventiva en contra de los amparados. Sobre el tema, la Sala ha señalado que si bien es cierto, la prórroga automática de la prisión preventiva es ilegítima, para el caso que nos ocupa, considera que dadas las circunstancias en las cuales se dictó la prórroga para poder asegurar que se lleve a cabo  el cumplimiento de la pena impuesta, una vez ésta sea confirmada en Casación Penal, los tutelados  no se pueden poner en libertad, ya que el peligro de fuga es aún mayor, motivo suficiente para que se dispusiera la prórroga de la prisión preventiva, por el plazo legalmente permitid sin audiencia a las partes. Las Magistradas Calzada Miranda, Abdelnour Granados y el Magistrado Piza Rocafort, redactan nota separada y señalan que el hecho de que contra los justiciables se hubiere dictado sentencia condenatoria de prisión, sin beneficio de ejecución condicional de la pena, en nada varía su estado  de inocencia en tanto no adquiera firmeza, no obstante que su situación jurídica pareciera que ha variado en virtud de la condenatoria. A juicio de los suscritos magistrados el voto de mayoría se aparta de la mejor y predominante  doctrina penal y constitucional,  lo que hace que tal decisión carezca de fundamento en el Derecho de la Constitución. Consideran tal decisión violatoria de derechos básicos tales como el principio de legalidad, la ya citada presunción de inocencia y tal como se ha dicho si se le viola a una sola persona sus derechos fundamentales se le está violando a toda la población de esta nación. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Calzada Miranda, Abdelnour Granados y Piza Rocafort ponen nota y declaran con lugar el recurso. SL 

4589-12 LIBERTAD. ATRASO INVOLUNTARIO. La recurrente alega que el expediente de los tutelados fue remitido a la Fiscalía, obviando la apelación por ella realizada en contra de la medida cautelar de prisión preventiva, sin que la misma fuera resuelta por el Tribunal Penal del Primer Circuito de San José. En este caso, se comprueba una lesión a los derechos fundamentales del amparado, debido a la tardanza involuntaria de poner en libertad a los amparados. Se declara con lugar sin ordenar la libertad del amparado por causa de este amparo, y se condena al Estado al pago de costas, daños y perjuicios causados. CL parcialmente. 

4610-12 JUEZ. RETARDO EN RESOLVER APELACIÓN. La recurrente indica que  efectuó vista oral ante el Tribunal de Juicio de Puntarenas, para conocer del recurso  de apelación planteado  en contra de la resolución en la que se le decretó prisión preventiva al amparado. Acusa que, una vez escuchadas las partes, el Tribunal recurrido dispuso diferir el dictado de la resolución para las 7 horas del 9 de abril de 2012. Estima que tal determinación carece de asidero normativo y deja en total estado de vulnerabilidad la situación jurídica del amparado. La Sala estima que no hay una debida justificación para retrasar en mas de 9 días naturales, la resolución de tal impugnación. Se declara con lugar el recurso, sin ordenar la libertad del amparado. Se ordena al Juez de Juicio del Tribunal de Juicio de Puntarenas,  que adopte las medidas pertinentes para que, de forma inmediata, se resuelva el recurso de apelación planteado a favor del amparado en contra de la prisión preventiva decretada mediante resolución de las 7:05 horas del 17 de marzo de 2012. CL
4552-12 DEPORTACIÓN. SE CUESTIONA DETENCIÓN Y SE ACUSA MALTRATO. El recurrente manifiesta que el amparado se encuentra detenido  en  el  Centro  de  Aseguramiento  de Extranjeros   en   Tránsito (Hatillo). Señala que el amparado fue agredido y amenazado por en la Policía de Migración, además que le aplicaron requisas donde le han obligado despojarse de su ropa interior, en espacios no apropiados para ello. Conforme a las consideraciones contenidas en la sentencia, la Sala resolvió que la detención no resulta ilegitima al existir una orden de deportación. En  cuanto a la lesión la integridad física contra el amparado, este fue sometido a Medicatura Forense,  cuyo dictamen medico descarto cualquier lesión o daño físico. Igual situación, con respecto a la requisa, ya que bajo juramento se afirma que este fue realizado en un lugar privado, y que nunca se le solicitó despojarse de toda su ropa. SL
4590-12. DECLARACIÓN DE BIENES. EX MINISTRA ES ACUSADA PENALMENTE POR FALSEDAD EN DECLARACIONES JURADAS.  La  recurrente  manifiesta que de conformidad con la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, tenía la obligación de declarar su situación patrimonial ante la Contraloría General de la República, por haber ejercido el cargo de Ministra, debido a ello se presentó las declaraciones juradas correspondientes. No obstante, la División  de  fiscalización  Operativa  y Evaluativa, Área de Denuncia e Investigaciones, interpuso ante el Ministerio Público una denuncia en su contra por la supuesta comisión de seis delitos de falsedad  en las declaraciones juradas. Alega que, a pesar de que brindó respuesta a cada una de las solicitudes de adición y aclaración formuladas por esa autoridad se procedió a denunciarla por hechos que ya habían sido adicionados y aclarados y por otros, respecto de los cuales en ningún momento se realizó la prevención, lo que estima lesiona sus derechos fundamentales. Lo planteado por la amparada entraña un conflicto de legalidad ordinaria, cuyo conocimiento y resolución es ajeno al ámbito de competencia de esta Sala, ya que no le corresponde a este Tribunal determinar si en el caso de la amparada procede o no la denuncia interpuesta en su contra. En consecuencia, el recurso es inadmisible y así se declara. RP

ELECTORAL Y PARTIDOS POLÍTICOS

5294-12 NACIONALIDAD. SE ORDENA AL REGISTRO CIVIL DAR TRÁMITE A SOLICITUD. Alega el recurrente que no posee identidad, lo que le ha impedido tener cédula, conseguir trabajo, contraer matrimonio, asegurarse y que, en el Registro Civil le indicaron que a pesar de su situación, sin la constancia  de nacimiento no le entregarán la cédula. En este caso la Sala señala que  la nacionalidad es un derecho humano  y por ello, no puede pasar desapercibido para este Tribunal, ni para las autoridades públicas encargadas de administrar ese derecho fundamental. Se declara parcialmente con lugar el recurso.  Se ordena  a la Directora General del Registro Civil, o a quien ocupe ese cargo, que en forma inmediata proceda a darle trámite a la solicitud de inscripción  que  formuló  la  aquí  amparada,  con  el  objeto  de  otorgarle  la nacionalidad  costarricense  que  de  acuerdo  con  la  Constitución  Política  le corresponde. CL Parcial
FAMILIA
4770-12 PATERNIDAD. NIEGAN INSCRIPCIÓN DE PATERNIDAD A PRIVADO DE LIBERTAD. Alega el recurrente que manifiesta que se encuentra privado de su libertad y que solicitó el reconocimiento de paternidad para su hija pero las autoridades competentes no han resuelto su gestión. En este caso la Sala señala que  la situación de reclusión del tutelado, no es una causa atribuible a él, por lo que, la Administración Pública, en este caso el Registro Civil, no puede, bajo ningún concepto, alegar la falta de documento de identidad del petente, como ocurre en el caso concreto, para no inscribir la paternidad reconocida formal. Se declara CON LUGAR el recurso. El tema de a quién le corresponde el mejor derecho de filiación paterna de la deberá ser dilucidado en vía ordinaria ante la Jurisdicción de Familia. CL

4570-12. PERSONA MENOR DE EDAD. DISPOSICIÓN DEL PANI DE INGRESAR A LOS AMPARADOS EN UN ALBERGUE. Considera  la actora injustificada la decisión del Patronato Nacional de la Infancia de ordenar el ingreso de dos de sus hijos en un albergue de la institución. En este caso, se indica que la Constitución Política dispone que la protección especial de la madre y del menor estará a cargo del Patronato Nacional de la Infancia, el cual está facultado para intervenir administrativamente en caso de que los menores de edad estén en una situación de riesgo, esta Sala ha señalando, que no sólo es potestad  del Patronato Nacional de la Infancia velar por el mejor interés del menor, sino que también es su obligación intervenir e imponer las medidas cautelares o medidas de protección necesarias y temporales, para salvaguardar los intereses de un menor. Así las cosas, al demostrarse que no se ha infringido derecho fundamental alguno de la recurrente o de los menores tutelados, lo que corresponde es desestimar el amparo. SL
INTIMIDAD

5373-12 DATOS PERSONALES. SE ORDENA ELIMINAR DE LAS BASES DE DATOS INFORMACIÓN PRIVADA. Alega el recurrente que las  empresas recurridas difunden información confidencial suya sin su debido consentimiento, la cual incluso se encuentra desactualizada o es falsa. En este caso la Sala señala que es derecho fundamental de toda persona física o jurídica a conocer  lo que conste sobre  ella, sus bienes o derechos  en cualquier registro o archivo, de toda naturaleza, incluso mecánica, electrónica o informatizada, sea pública o privada; así como la finalidad a que esa información se destine y a que sea empleada únicamente para dicho fin, el cual dependerá de la naturaleza del registro en cuestión. ﻿Se declara con lugar el recurso. Se ordena a los Representantes Legales de Teletec Sociedad Anónima, o a quienes ejerzan esas representaciones, que de inmediato eliminen de sus bases  de datos  la información existente que esté referida a las direcciones físicas, teléfonos celulares, y fotografías a nombre del recurrente. CL
4641-12 INFORMACIÓN CREDITICIA. NO RESULTA ILEGÍTIMO QUE LAS INSTITUCIONES TENGAN INFORMACIÓN FINANCIERA DE LAS PERSONAS. Alega el recurrente que la  autoridad  recurrida  difunde  información  crediticia incongruente,  inexacta  y  desactualizada  de  los  estados  de  las operaciones, lesionando  derechos  fundamentales  como  el  derecho  a  la  autonomía  de la información y el derecho a la intimidad. En este caso la Sala señala que 

el accionante no lleva razón en su reclamo, pues se tiene por probado  que la información que el Centro de Información Crediticia de la SUGEF tiene sobre el amparado no es inexacta, toda vez que responde a una serie de atrasos en los que el tutelado incurrió en diversas operaciones crediticias que tenía la entidad financiera recurrida. Agrega además que en reiteradas ocasiones se ha señalado que no resulta ilegítimo que las instituciones financieras posean información sobre el comportamiento crediticio de una persona,  pues con ello se busca  garantizar la salud del sistema financiero nacional (véase la sentencia número 2011-4721 de las 10:55 del 8 de abril de 2011). Se declara sin lugar el recurso. SL

4708-12 INFORMACIÓN CREDITICIA. SOLICITUDES DE CRÉDITO SE NIEGA POR INFORMACIÓN ERRONEA. Alega el recurrente que solicitó un crédito para actividades personales, no obstante no pudo acceder a éste debido a que la base de datos de la entidad recurrida está desactualizada y por consiguiente al corroborar su información aparece  fiador de una tarjeta de crédito que está en cobro judicial, no obstante él no es parte de dicho proceso.  ﻿En este caso, la Sala considera que en efecto se da una violación a los derechos fundamentales del amparado, pues el Banco recurrido tardó diez meses en resolverle su solicitud, lo cual es a todas luces un plazo irrazonable.  Se declara con lugar el recurso. CL
4633-12  DATOS SENSIBLES. PUBLICACIÓN DE INFORMACIÓN EN BASES DE DATOS. Alegan los recurrentes que  han concursado en varias empresas para ofrecer los servicios como guarda de seguridad; sin embargo les han sido denegadas y  al consultar a las empresas recurridas se les indicó que como  parte del proceso  de selección de personal,  se había realizado una consulta en la que se determinó que tenían un proceso penal pendiente ante los Tribunales  de Justicia de Pavas y Hatillo, propiamente en la Fiscalía de esos lugares. Manifiestan que ante esta situación han de señalar que ciertamente en el pasado tuvieron un problema de índole penal, pero hasta la fecha, ni la Fiscalía ni el Juzgado Penal competente, les han notificado ningún proceso penal que se esté tramitando actualmente en su contra. En este caso, señala la Sala que no existe lesión a los derechos del recurrente puesto que se tiene demostrado que los procesos judiciales que constan en los diferentes estrados, se encuentran activos, y los últimos movimientos a la fecha de consulta, datan de menos de un año. Por otra parte, las referencias comerciales hacen constar que los recurrentes, al día de hoy, mantienen deudas y que las mismas se encuentran  en  cobro administrativo o judicial.  En relación con una de las empresas recurrentes, dado que  omitió cumplir con la resolución de las 09:21 horas del 1 de Marzo de 2012, la Sala tiene por cierto que las recurrentes enviaron una nota a la empresa recurrida el 27 de julio de 2011, mediante la cual solicitaron que se les entregara un estado de toda la información personal que aparece en su base de datos, pero dicha gestión les fue denegada. ﻿ Se declara con lugar el recurso únicamente en contra la empresa Equifax S.A. Se ordena al representante de la Equifax S.A. que elimine de los archivos de la base de datos de su representada los siguientes datos de las amparadas relativos a: juicios civiles que tengan más de cuatro años de fenecidos por cualquier causa, según los términos de esta sentencia, lo mismo que la fotografía, los datos confidenciales y sensibles. CL

LIBERTAD DE PRENSA
4937-12. RECTIFICACIÓN Y RESPUESTA. SE ORDENA A DIARIO EXTRA HACER PUBLICACIÓN EN CONDICIONES EQUIVALENTES. Alega el recurrente que el Diario Extra publicó en su página de sucesos una nota en donde se le identificó más allá de toda duda, por sus apellidos y condición de Fiscal de la República, en donde se le endilgó un hecho incierto, razón por la cual, su representante legal y defensora, se contactó telefónicamente con el periodista y le hizo una pormenorizada descripción de los hechos, en los cuales se sustenta su inocencia, además remitió a dicho periodista por medio de su correo electrónico "Derecho de Rectificación". Sostiene que en fecha 8 de marzo, remitió otro correo electrónico al periodista, adjuntándole nuevamente el "derecho de respuesta", con el mismo texto incluido en el correo de fecha 06 de marzo, sin obtener respuesta o reacción alguna del mencionado periodista. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara con lugar el recurso por violación al derecho de rectificación o respuesta en lo que se refiere a la equivalencia de la publicación efectuada. Se ordena al recurrido publicar dentro de los tres días siguientes a la comunicación de esta resolución, como titular en la portada y en la Sección de Sucesos, el texto que publicó como "Derecho de Rectificación" el 28 de marzo de 2012. Esta publicación deberá hacerse en condiciones equivalentes a las de aquella que la origina, destacándose que se hace por orden de esta Sala y en ejercicio del derecho de rectificación o respuesta del recurrente. CL  

5178-12 ANUNCIOS. DONDE PARTICIPAN MENORES. CUESTIONAN LA FERTILIZACIÓN IN VITRO. Alega el recurrente que  la Dirección Nacional de Control de Propaganda, ordenó sacar del aire las cuñas con la voz de su hija,  por  medio  de  una  resolución  que  no  se  encuentra fundamentada,   únicamente se indicó que se prohibían los anuncios, pues participan menores de edad y el hecho de que una niña diga que mataron a sus hermanos en un laboratorio, constituye una discriminación hacia las personas que nacieron por medio de la técnica de fecundación in vitro. En este caso la Sala considera que no existe lesión alguna a los derechos alegados por el recurrente. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro de Gobernación Policía y Seguridad Pública y al Director de  la Oficina de Control de Propaganda, o a quienes en sus lugares ejerzan esos cargos, permitir su reproducción de las cuñas  publicitarias numeradas 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13 y 14 presentadas por el medio que las reproducía. En los demás extremos se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

MINORIAS
5329-12  INFRAESTRUCTURA. CENTRO DE ATENCIÓN INSTITUCIONAL LA LETICIA. Alega el recurrente que demandó la tutela del derecho a la igualdad de oportunidades de su madre, pues, en su criterio, el Centro de Atención Institucional La Leticia carece de la infraestructura necesaria para garantizar que la población discapacitada que visita el Penal, pueda desplazarse de manera independiente. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena a la Directora del Programa Institucional Pococí y al  Ministro de Justicia y Paz, o a quienes en su lugar ejerzan esos cargos, disponer lo pertinente para que de inmediato, se inicien las acciones necesarias para la construcción de las aceras que se echan de menos en el Centro de Atención de Pococí, lo que deberá concluirse en el año siguiente a la notificación de esta resolución. CL Parcial

4964-12. CENTRO EDUCATIVO. EN COLEGIO DE OSA DEBEN ADECUAR SUS INSTALACIONES PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD. Alega el recurrente que las instalaciones del Colegio Técnico Profesional, se encuentran en mal estado y que, la institución no cuenta con infraestructura para personas con discapacidad. En este caso, la Sala señala que se constata violación a los derechos de los amparados, la que es imputable a los recurridos, toda vez que no se ha brindado una solución efectiva a las deficiencias existentes en el colegio antes citado, poniendo  en riesgo la integridad de las personas que estudian, laboran o visitan el centro educativo. ﻿Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director de Infraestructura y Equipamiento Educativo del Ministerio de Educación Pública, realizar las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que dentro del plazo de dieciocho meses, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se realicen las mejoras necesarias para  solventar los problemas  que existen  en  el Colegio Técnico Profesional de Osa, y que fueran señalados en el oficio número  DM-787-2012 del 23 de febrero de 2012, del Ministerio de Salud. Asimismo, se ordena a la Ministra de Salud, y al Director del Área Rectora de Salud de Osa, o a quienes ocupen sus cargos, verificar el cumplimiento del oficio antes citado, luego de vencido el plazo otorgado en esta sentencia, y en caso de existir incumplimientos, proceder conforme a derecho. CL
5248-12 PERSONA CON DISCAPACIDAD. PRIVADO DE LIBERTAD NO PUEDE ESTAR PRESENTE EN AUDIENCIA JUDICIAL POR FALTA DE ACCESO A EDIFICIO. Alega el recurrente que en su contra se tramita un proceso judicial  y que, por su condición física no pudo acceder a las instalaciones en las que se celebraba una de las etapas del mismo, debido a que la infraestructura es contraria a lo establecido en la Ley 7600. Agrega que las autoridades recurridas no tomaron ninguna medida al respecto y por consiguiente se resolvió ordenarle prisión preventiva sin que éste se encontrara presente. En este caso la Sala señala que existe una clara violación a los derechos del tutelado. Se declara con lugar el recurso, SIN ORDENAR LA LIBERTAD DEL TUTELADO. Se deja sin efecto la resolución emitida a las 15:00 horas del 22 de marzo de 2012, solo en lo atinente al tutelado, y se ordena la celebración inmediata de la audiencia oral conforme los parámetros expuestos en esta sentencia, a fin de que se resuelva nuevamente la solicitud de medida cautelar planteada por el Ministerio Público en contra del recurrente. La Magistrada Calzada declara con lugar el recurso, ordenando la libertad del tutelado. El Magistrado Armijo salva el voto y declara sin lugar el recurso. El Magistrado Piza pone nota. CL
4688-12 ACERAS. FALTA DE CONSTRUCCIÓN EN GRECIA. Alega el recurrente la violación a sus derechos fundamentales debido a la ausencia de aceras en el tramo señalado en las cercanías de su casa de habitación; puesto que tanto él como su esposa son discapacitados visuales y transitar por la calle implica poner su vida en peligro todos los días. En este caso señala que es deber de las Municipalidades velar porque las calles de su jurisdicción cuenten con la infraestructura necesaria para garantizar la seguridad de todos los habitantes del cantón, tales como acercas, cordones, caños y cunetas, y que además no existan sobre ellas obstáculos que puedan dificultar el tránsito de las personas; especialmente de aquellas que sufran algún tipo de discapacidad. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de Grecia, que 1) de forma inmediata realice las gestiones e inicie los trabajos requeridos para solucionar el problema ocasionado por la falta de aceras en el tramo comprendido entre la Urbanización La Esmeralda y por aproximadamente 300 metros en dirección este -hacia el centro de Grecia-, hasta la Urbanización Las 3 Marías, ajustando las obras a las especificaciones contenidas en la Ley #7600 y su reglamento; y en caso de ser necesario, se les brinde mantenimiento que requieran. Lo anterior, sin perjuicio de que en caso de omisión del propietario o poseedor respectivo de cumplir las obligaciones señaladas, la Municipalidad supla los trabajos y aplique las multas correspondientes, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 75 y 76 del Código Municipal; y que 2) de inmediato responda la gestión de 30 de enero de 2012 planteada por el recurrente. CL}

4630-12. INSTALACIONES. COLEGIO GUAYCARA DE RIO CLARO DE GOLFITO. Alega el recurrente que las instalaciones del  Colegio Guaycara de Río Claro de Golfito ﻿no están adecuadas para personas con discapacidad, lo que implica una vulneración a la Ley 7600 y por ende sus derechos. En este caso estima la Sala que en reiteradas ocasiones,  este Tribunal ha hecho hincapié en la obligación del Ministerio de Educación Pública, de garantizar que los diversos centros educativos del país cumplan con las regulaciones establecidas por la Ley 7600 y su reglamento, en aras de garantizar la integración efectiva de los estudiantes con discapacidad (véase la sentencia número 2010-219 de las 10:53 del 8 de enero de 2010). Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro de Educación Pública, realizar las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que dentro del plazo de dieciocho meses, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se realicen las mejoras necesarias con el fin de que el Colegio Técnico Profesional de Guaycará cumpla con los requerimientos establecidos por la Ley 7600 y su reglamento. El Magistrado Castillo pone nota. CL
4646-12 PERSONAS CON DISCAPACIDAD. ACCESO A LA INFORMACIÓN PARA NO VIDENTES EN EL PODER JUDICIAL. Alega el recurrente que ﻿en su contra se interpuso un proceso ante la autoridad judicial recurrida y que,  por ser una persona no vidente solicitó acceso a una computadora con el programa JAWS, para ciegos, y el juzgado recurrido le ofrece esa opción pero le limita su uso a media hora, lo que evidencia, según indica, que ese despacho dispone  de un simple MODEM de cuarenta minutos, contrario a lo dispuesto por la Corte Plena y el Consejo Superior que obliga a los despachos a contar con una computadora que ofrezca ese programa y se le brinde libre acceso a los usuarios con discapacidad sensorial visual. En este caso la Sala señala que ﻿el recurrido cuenta con recursos tecnológicos para apoyar  a la población no vidente durante el estudio de los expedientes judiciales. Esta Sala no desconoce las manifestaciones del recurrente en el sentido que debe reiniciar la computadora pasados  cuarenta minutos de funcionamiento, sin embargo, esta circunstancia por sí misma no ocasiona que el servicio no se preste.  Se declara sin lugar el recurso. SL
MUNICIPALIDAD
4776-12. AGUAS PLUVIALES. CONTAMINACIÓN EN LA COMUNIDAD DE CHACARITA. Alega el recurrente que se continúa violando el derecho a un ambiente sano y equilibrado exponiendo a trabajadores  del Área de Salud de Chacarita a accidentes  y contaminación, por el estancamiento de aguas pluviales. En este caso la Sala señala que efectivamente se declaró con lugar la solicitud del recurrente hace dos años mediante  sentencia número 8031 de 21:04 hrs. de 13 de mayo de 2009, no obstante resulta improcedente  que dos años después de dictada la sentencia, el recurrente pretende que se hagan otras obras no contempladas originalmente en el recurso para solventar cuestiones no reclamadas o previstas por la parte recurrente ni formaron parte de lo resuelto. Se declara sin lugar y se ordena el archivo. SL
4644-12 AGUAS PLUVIALES. NEGLIGENCIA EN LA SOLUCIÓN DE PROBLEMAS EN UPALA. Alega el recurrente que  considera vulnerados  sus derechos fundamentales, debido a que en un lote vecino contiguo al Instituto de Desarrollo Agrario- se realizó un relleno que tapó el caño, provocando que rebalse el alcantarillado y se den inundaciones, lo que provoca la proliferación de insectos que atentan contra la salud y malos olores en la zona por la contaminación que existe, sin que a la fecha, la Municipalidad haya encontrado solución al problema. En este caso, la Sala estima que la Municipalidad de Upala no ha procedido a valorar qué obras debe realizar a efectos de solucionar el problema descrito por la parte recurrente. Indica además, que es exigible a las autoridades del Ministerio de Salud, un proceder mucho más firme para solucionar  la problemática que aqueja a la tutelada y la falta de atención, amenaza y lesiona su derecho a la salud, así como a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde de Upala y al Director del Área Rectora de Salud de Upala, que giren las órdenes pertinentes y lleven a cabo todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias, a fin asegurar el libre curso de las aguas pluviales que aquejan a la recurrente, dentro del plazo de un mes, contado a partir de la notificación de esta sentencia. CL

4706-12. BASURA. FALTA DE RECOLECCIÓN EN PUNTARENAS. Alega el recurrente que considera  lesionados  sus derechos fundamentales,  en particular  los contenidos  en los artículos 21 y 50 constitucionales,   en virtud de una mala recolección de basura en el cantón central de Puntarenas,   pues la basura no se recoge, provocando malos  olores  y  además  se  expone  a  la  comunidad  a  enfermedades infectocontagiosas. En este caso la Sala señala que se  encuentra  plena  e idóneamente  demostrado que, en  el centro de Puntarenas y el distrito de Chacarita, no se brinda con regularidad  el servicio de recolección de basura afectando la salud de los ciudadanos. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde y Presidente del Concejo Municipal, ambos de la Municipalidad de Puntarenas, adoptar de inmediato las medidas necesarias para garantizar la recolección de basura en el cantón central de Puntarenas. CL

4709-12  AGUAS PLUVIALES. SE ORDENA A MUNICIPALIDAD DE ALAJUELA RESOLVER PROBLEMA EN SEIS MESES. Alega la  recurrente  la  omisión  de  la Municipalidad de Alajuela de realizar obras  de alcantarillado pluvial, lo cual expone a su propiedad y a su familia a inundaciones de aguas pluviales y negras, lesionando así sus derechos fundamentales. En este caso la Sala señala que ﻿ la  inercia municipal para la pronta atención de la situación denunciada constituye un claro incumplimiento del deber constitucional de velar por los intereses locales. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal y Coordinador de Alcantarillado Pluvial de la Municipalidad de Alajuela, que adopten las medidas necesarias para que dentro de un término de seis meses, contados a partir de la notificación de la presente sentencia, solucionen definitivamente el problema de evacuación de las aguas pluviales denunciado por la recurrente; realizando para ello las obras de infraestructura que resulten necesarias de acuerdo con los criterios técnicos que corresponda. CL 

4713-12. CALLE PÚBLICA. SE ACUSA OCUPACIÓN DE CALLE PÚBLICA EN LIBERIA. Alega el recurrente la tutela de sus derechos de propiedad  y a un procedimiento administrativo pronto cumplido, pues,  en su criterio, pese a  que    la calle pública con la que colinda su inmueble se encuentra invalidada, la Municipalidad de Liberia no ha tomado medida alguna para garantizar el libre acceso al inmueble. En este caso la Sala señala que se encuentra plena e idóneamente demostrado que desde fecha indeterminada , la Municipalidad de Liberia ha tolerado la ocupación de la calle pública del barrio Santa Lucia  y que,  pese al  informe de la Defensoría de los Habitantes y las denuncias de la recurrente, al momento en que se promovió este proceso,  no se había dispuesto  la apertura del procedimiento administrativo  de  reapertura  del  camino  público  en  cuestión.  Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Alcalde Municipal y Presidente del Concejo Municipal de Liberia, que procedan: a) en el término de tres meses contado a partir de la notificación de esta sentencia, a instruir y finalizar el procedimiento de reapertura de caminos públicos en relación con la denuncia presentada por la amparada, y  b) coordinar lo necesario con las instituciones de bienes social para cumplir las recomendaciones de la Defensoría de los Habitantes. CL

4541-12. PLAYAS. IMPIDEN INGRESO A PLAYAS EN GARABITO. El recurrente alegó que, la Municipalidad de Garabito, pese a tener conocimiento que se ha obstaculizado el tránsito de las personas entre Playa Mantas y Playa Blanca, mediante la construcción de un muro, no ha intervenido de manera contundente para solucionar la problemática. Adujo también que se le impide el paso por el camino de adoquines ubicado en Playa Blanca, con lo cual se irrespeta   la sentencia No. 291 -P -01, dictada por el Tribunal de Puntarenas, que lo declaró público. Agregó que, los personeros del Club Punta Leona, luego que se les obligara a abrir un camino público, destruyeron unas gradas de cemento que facilitaban el paso de las personas entre las localidades citadas. En este caso, sobre el muro construido, consta que la municipalidad ordenó la demolición de la infraestructura, por lo que el paso está, actualmente, liberado. Sobre la imposibilidad de utilizar el camino de adoquines, que supuestamente contraría lo dispuesto en una sentencia judicial, se indica al recurrente que no corresponde a este Tribunal fiscalizar el cumplimiento o no de resoluciones dictadas en otras jurisdicciones. Cualquier disconformidad con la ejecución del fallo aludido  debe formularla  en  el  propio proceso,  para  que la autoridad competente tome las medidas necesarias. Finalmente, sobre los postes y cadenas, el Alcalde recurrido omitió hacer referencia alguna en el informe rendido, por la cual, en aplicación del o dispuesto por el artículo 45 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se tienen por ciertos los hechos. Entre el 14 de marzo de 2011 y el 9 de marzo de 2012, existe un lapso de once meses y veinticinco días. Pese a haber transcurrido  tanto tiempo, la Municipalidad de Garabito no ha tomado las medidas pertinentes para solucionar la anomalía. Así las cosas, esta Sala Constitucional debe intervenir, con el propósito de restablecer al tutelado y a los vecinos del lugar, en el pleno goce y ejercicio de sus derechos fundamentales. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Garabito, que lleve a cabo todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que, de manera inmediata, se elimine todo obstáculo que impida el libre tránsito entre Playa Mantas y Playa Blanca.  En  lo  demás  se  declara  sin  lugar  el  recurso. CL Parcial
PENSIONES ALIMENTARIAS

4904-12 AUMENTO AUTOMÁTICO. SE CUESTIONA ORDEN DE APREMIO. Alega el recurrente que ﻿sin  que  se  le  notificara  resolución  alguna,  el  Juzgado  de  Pensiones Alimentarias del Primer Circuito Judicial de Alajuela aumentó el monto de la pensión alimentaria, respecto de lo cual se ordenó apremio corporal en su contra. En este caso la Sala señala que las partes acordaron que el aumento a dicho monto sería automático, sin gestión de la parte actora, ni resolución que así lo ordenara por lo que la autoridad recurrida no ha lesionado los derechos del tutelado. Se rechaza por el fondo el recurso. RF

4583-12. APREMIO CORPORAL. DETENCIÓN POR UN ERROR. El recurrente alega que a pesar de estar al día en su obligación alimentaria, fue detenido en base a un acuerdo de pensión alimentaria de otras personas que erróneamente se incluyó en su expediente judicial. Señala la Sala que en materia de pensiones alimentarias,  el  apremio  corporal  está  instituido  para  garantizar  el  crédito alimentario, por lo que resulta admisible que la resolución que ordena el mismo sea ejecutiva y ejecutable desde el momento de su dictado, ello independientemente, de las gestiones recursivas o de cualquier otra índole que sean presentadas en ese proceso. No obstante, lo anterior, observa este Tribunal, que el amparado no solo se encontraba al día en su obligación alimentaria sino que por error se incluyó dentro del expediente judicial un  acuerdo conciliatorio de pensión de otras personas que no tiene relación alguna con él y, con base al cual, se decretó el referido apremio. En ese sentido, se encuentra plenamente acreditada  la  trasgresión  al  derecho a  la  libertad  personal  del recurrente, debido a que ésta fue restringida de forma ilegítima, pues ni siquiera el apremio procedía porque estaba al día en su obligación. Se declara con lugar el recurso. CL

4561-12. MAYOR DE EDAD. SE DICTO ORDEN DE APREMIO A PESAR DE QUE SE SOLICITO LA EXONERACIÓN DE PENSIÓN. El recurrente expone que en su contra se tramita un proceso  de pensión alimentaria. Aduce  que  solicitó  al Juzgador se le exonere del pago  de la pensión de uno de sus hijos dado  que adquirió la mayoría de edad. Acusa que no se ha resuelto su solicitud y por el contrario se dictó una orden de apremio corporal por lo que estima se lesionan sus derechos fundamentales. Dado que no consta que exista alguna resolución que exima al tutelado al pago del beneficio alimentario, estima este Tribunal Constitucional, que la orden de apremio se dictó dentro del marco de los derechos  fundamentales del amparado. Con relación a la violación acusada por el recurrente, respecto a la mora judicial, se debe indicar que, dado que ha transcurrido un plazo de 7 meses, se estima que ha transcurrido un plazo que excede el parámetro de razonabilidad para resolver sobre este tipo de incidencia por lo que se ha cometido una infracción a obtener justicia pronta y cumplida, motivo por el cual, se impone la estimatoria de este recurso, únicamente en cuanto a este extremo. . Se declara PARCIALMENTE CON LUGAR el recurso, únicamente, en cuanto a la acusada violación el derecho a obtener justicia pronta y cumplida. CL Parcial
PODER EJECUTIVO
4960-12. VÍAS PÚBLICAS. SE ORDENA A CONAVE ARREGLAR RUTA NACIONAL 918. Alegan los recurrentes que tienen sus propiedades en Liberia, ubicadas frente a la ruta nacional 918,  que une Liberia  con  Santa María. Señalan  que  cada  año, durante  el mes de noviembre,    cuando  termina  la  época  lluviosa,  esa  carretera es supuestamente reparada por maquinaria  de esas entidades,  así como otras calles que se encuentran en las mismas condiciones de esa ruta. Dicen que las rutas nacionales  de lastre,  son debidamente  raspadas,   luego le ponen  una  capa  de lastre  o grava,    y quedan    en buenas condiciones, como por  ejemplo la carretera 
que une Quebrada Grande con Dos Ríos de Upala, Dos Ríos de Upala con Brasilia, y Bagaces hacia Palo Verde. Sin embargo,  a   la   ruta 918,   no   se   le  da   el mismo tratamiento,  pues únicamente la conforman y le pasan una niveladora,  no le ponen la capa  de  lastre  o  grava,  causando  un  perjuicio  a  la salud  de   los   vecinos  que diariamente transitan   por  esa vía, por  cuanto dicha problemática afecta la visibilidad  de quienes circulan  por  la misma, y la salud de los que habitan  frente a ella,   en virtud de que se genera     una  capa   de polvo fino  de  diez  centímetros  de espesor. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al Director Ejecutivo del Consejo Nacional de Vialidad (CONAVI), que en el término improrrogable de DIECIOCHO MESES, contado a partir de la notificación de esta resolución, inicie las acciones necesarias para solucionar el problema denunciado en la Ruta Nacional 918. CL
4761-12 AEROPUERTO. ESTUDIOS PARA LA CONSTRUCCIÓN AEROPUERTO INTERNACIONAL EN LA ZONA SUR DE COSTA RICA. Alegan los recurrentes que acuden en amparo , por cuanto sienten  amenazada  su  vida  y su  economía  con  la  futura  construcción  del Aeropuerto Internacional en la Zona Sur de Costa Rica. Reclaman que los funcionarios de las autoridades recurridas, hacen recorridos por las parcelas como escondiéndose, levantan censos,  dicen que valoran las mejoras, además de que tratan de convencer  a algunos líderes para que les apoye  en su propuesta  de extinción de sus comunidades campesinas,  situación que les produce  temor. En este caso, la Sala señala que de los mismos alegatos de los amparados se tiene que el proyecto del aeropuerto en cuestión, se encuentra actualmente en la fase de estudios técnicos, de manera que no estima la Sala que resulte una amenaza cierta, real e inminente a sus derechos fundamentales, ya que la viabilidad y ejecución de éste dependerá de dichas evaluaciones  previas, por lo que resultaría prematuro advertir cualquier violación a derecho fundamental alguno en este momento. Se rechaza de plano el recurso. RP

PODER JUDICIAL
5093-12. ACCESO A LA JUSTICIA. NO RECIBEN DEMANDA POR EXCESO DE TRABAJO. Alega la recurrente que existe violación a su derecho  de acceso a la justicia, pues señala que el 22 de marzo del año en curso, se presentó al Juzgado Contravencional  de Ciudad Quesada a poner una demanda de pensión alimentaria y, le dieron cita para ser atendida hasta el 8 de mayo siguiente, por exceso de trabajo. En este caso, la Sala señala que dicha medida resulta lesiva al derecho de la recurrente a una tutela judicial efectiva, pues se condiciona su derecho constitucional a acceder a los Tribunales de Justicia al cumplimiento de un plazo desproporcionado. ﻿Se declara con lugar el recurso. Se le ordena a la Jueza Coordinadora del Juzgado Contravencional y de Pensiones Alimentarias del Segundo Circuito Judicial de Alajuela de San Carlos, o a quien ocupe el cargo, girar las directrices pertinentes para que se reciba de forma inmediata la demanda de pensión alimentaria de la recurrente. CL
5097-12 QUEJA. CREACIÓN DE JUZGADOS DE COBROS. Alega el recurrente que se encuentra disconforme con la creación del Juzgado  de Cobro, Menor Cuantía y Tránsito del I Circuito Judicial de Guanacaste, ya que en un mismo juzgado, se están asumiendo funciones de 4 juzgados distintos en un espacio  pequeño bajo, la responsabilidad de cuatro jueces y nueve empleados. En este caso, la Sala estima que lo alegado por el recurrente es una queja administrativa basados en meras disconformidades y supuestos atrasos en la tramitación de los expedientes,  lo que no puede ser comprobado aún, pues el Juzgado accionado aún no ha cumplido un mes de labores. Se declara sin lugar. SL

PRIVADOS DE LIBERTAD
5310-12 CONDICIONES. CENTRO DE ATENCIÓN INSTITUCIONAL DE SAN JOSÉ. Alega el recurrente que se encuentra recluido en el CAI de San José, que es para personas indiciadas, por lo que carece de las condiciones técnicas que permiten acceder al Plan de Atención Técnica para el delito por el que fue sentenciado y que, la infraestructura es inadecuada y peligrosa en situaciones de emergencia. Señala la Sala que la comprobación de la existencia  de condiciones  infrahumanas  en  los  establecimientos  penitenciarios, cualesquiera que sean las causas, son una señal inequívoca de violación de los derechos humanos de los internos, que el Estado, encargado de sus custodias, está obligado a enmendar. Se declara con lugar el recurso únicamente por el hacinamiento de los privados de libertad en el Centro de Atención Institucional de San José. Se ordena al Ministro de Justicia y Paz y al Director del citado Centro Penal, o a quienes en sus lugares ejerzan esos cargos, que de FORMA INMEDIATA  a la notificación de esta sentencia tomar las medidas pertinentes para eliminar el hacinamiento en el Centro de Atención Institucional de San José, elaborar un plan de mitigación para eliminar la supracitada aglomeración y   en el plazo de UN MES, deberán de informar la fecha exacta en que dispondrán de los recursos para ejecutar las tareas necesarias para dar contenido a dicho plan, así como la data de inicio, y el cumplimiento periódico del citado plan de mitigación. CL
5381-12 CONDICIONES. HABITACIONES EN DONDE SE RECIBE LA VISITA CONYUGAL. Alegan los recurrentes que  las habitaciones donde reciben visita conyugal en el pabellón A-1 y A-2 del Ámbito F de La Reforma se encuentran en condiciones inhumanas e insalubres. En este caso, se indica que el Estado en general debe velar por la satisfacción de las necesidades básicas de los privados de libertad, dentro de las cuales se encuentran la salud, la seguridad, la integridad personal y una obligación agravada para los órganos encargados  de la administración de justicia de velar por estos derechos. Se declara con lugar el recurso. Se ordena  al Director General a.i. de Adaptación Social, y a la Directora a.i. del Centro de Atención Institucional La Reforma, o  a  quien  ocupe  los  cargos,  cumplir con  la  orden  sanitaria  no. 032-JRJ-2012 del 12 de abril de 2012, en el plazo estipulado en esta orden. CL
5225-12 AGRESIÓN. ENTRE RECLUSOS. SE PONE DE MANIFIESTO DÉFICIT DE SEGURIDAD. Alega el recurrente que fue agredido por otro privado de libertad en el Centro de Atención Institucional La Reforma, posterior a ser reubicado en otro ámbito de convivencia. En este caso, la Sala señala que cuando una agresión ocurre dentro de un centro penal, donde la vida e integridad de los privados de libertad está en manos del sistema penitenciario, lo que pone de manifiesto un déficit de seguridad, que atentó contra su integridad personal; ese déficit, de tal magnitud,  debe  ser  subsanado  urgente  y  rotundamente  por  las  autoridades penitenciarias. ﻿Se declara con lugar el recurso  y, en consecuencia,  se ordena a la Directora, y al  Jefe de Seguridad, ambos del Centro de Atención Institucional La Reforma, o a quienes ejerzan los cargos, que adopten todas las medidas necesarias para garantizar la vida e integridad del recurrente, no sólo en el ámbito en que se encuentra ubicado, sino en todos sus desplazamientos para efectos del recibo de visitas, llamadas telefónicas o actividades de cualquier índole que realice fuera de la Sección en que se encuentra. CL

SERVICIOS PUBLICOS
4980-12 ELECTRICIDAD. SUSPENSIÓN DEL SERVICIO POR PARTE DE UN SUJETO DE DERECHO PRIVADO. Alega el recurrente que el propietario del inmueble que ocupa  procedió a suspender el servicio de electricidad. En este caso, la Sala señala que de los derechos fundamentales a la libertad y a la justicia, tutelados en los artículos 28 y 41 de la Constitución Política, así como de la concurrencia de otros derechos, se deriva una prohibición absoluta para el Estado y para los particulares, del ejercicio de medidas de coacción no autorizadas por el ordenamiento  jurídico y, en particular, el hacerse  justicia por su propia mano. ﻿Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Apoderado Generalísimo de la Junta General de Iglesia  del  Nazareno que, en forma inmediata  a la notificación de este pronunciamiento, reconecte el servicio de electricidad en la casa de habitación que ocupa el amparado. CL
4674-12. AGUA. ABASTECIMIENTO DEL RECURSO. Alega el recurrente que la ASADA de la zona es insuficiente para satisfacer la demanda del recurso hídrico y que, la entidad recurrida tiene conocimiento de una tubería en la zona con capacidad para abastecer a los miembros de la comunidad; no obstante, no se han realizado las gestiones pertinentes para facilitar el servicio. En este caso la Sala señala que la continuidad en el suministro de agua potable, forma parte de un debido y eficiente servicio al abonado y, a su vez, garantiza sus derechos fundamentales más elementales. Se declara con lugar el recurso. CL
4693-12. SERVICIO DE ELECTRICIDAD. DUEÑO DE PROPIEDAD SUSPENDE SERVICIO. Alega el recurrente que que la dueña de la casa que actualmente habita ordenó la desconexión del servicio eléctrico como medida de presión para que abandone el inmueble lesionando sus derechos fundamentales. En este caso la Sala señala que se evidencia una medida de coacción ilegítima utilizada por la recurrida, con el fin de presionar para que la recurrente desocupe  la vivienda de su propiedad  por razones que no corresponde ventilar en esta sede y que en cuanto al ICE se desestima el recurso por cuanto  se tiene por debidamente acreditado que en todo momento su actuación se ajustó a derecho. Se declara con lugar el recurso únicamente en contra de la recurrida. Se le ordena, proceder a la inmediata reconexión del servicio de electricidad en la vivienda que habita la amparada. Deberá gestionar de inmediato la instalación de un nuevo medidor en ese inmueble ante el Instituto Costarricense de Electricidad en Pérez Zeledón, con el fin de que les reinstale el servicio eléctrico a la brevedad. CL
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ASAMBLEA LEGISLATIVA. 4621-12. PROYECTO DE LEY TRIBUTARIA 2012. Consultas Legislativas Facultativas de Constitucionalidad acumuladas Nos. 12-003518-0007-CO y 12-003544-0007-CO referente a la aprobación del proyecto de ley denominado “Ley de Solidaridad Tributaria”, que se tramita en el expediente legislativo No. 18.261. Por unanimidad, se evacuan las consultas legislativas acumuladas en el sentido que en el trámite legislativo del expediente No. 18.261 (Proyecto Ley de Solidaridad Tributaria) se produjeron los siguientes vicios esenciales del procedimiento de carácter evidente y manifiesto: a) el Presidente de la comisión especial modificó o reformó el procedimiento especial del artículo 208 bis, sin que el Pleno de la Asamblea Legislativa lo hubiere así dispuesto por una mayoría calificada o agravada, todo para prorrogar el plazo para dictaminar el proyecto y b) al haberse aprobado en la comisión especial un número considerable de mociones de fondo que implicaron, en su conjunto, una modificación o cambio sustancial del proyecto originalmente presentado, sin haber sido debidamente publicadas. Por la forma en que se evacuan las consultas se omite pronunciamiento en cuanto al resto de los extremos planteados. Notifíquese a los Diputados consultantes, al Directorio de la Asamblea Legislativa y a la Comisión Permanente Especial sobre Consultas de Constitucionalidad. La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo, Cruz y Castillo ponen nota. Evacuada
ASAMBLEA LEGISLATIVA. 4935-12. INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN TRIBUTARIA CON CANADÁ. Consulta Legislativa referente a la Aprobación del Acuerdo entre la  República de Costa Rica y Canadá para el intercambio de información en materia Tributaria. Expediente Legislativo No. 18.289. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que no se observan vicios esenciales de constitucionalidad en el trámite legislativo del proyecto de ley de "Aprobación del Acuerdo entre la República de Costa Rica y Canadá para el intercambio de Información en Materia Tributaria ", tramitado bajo el expediente legislativo número 18.289, y en cuanto al fondo no infringe el Derecho de la Constitución. Comuníquese este pronunciamiento al Directorio de la Asamblea Legislativa. Evacuada
ASAMBLEA LEGISLATIVA. 4933-12. MODIFICACIONES AL CONVENIO DEL BANCO CENTROAMERICANO. Consulta Legislativa referente a la Aprobación de las modificaciones al Convenio Constitutivo del Banco Centroamericano de Integración Económica. Expediente Legislativo No. 18.165. Se evacua esta consulta legislativa preceptiva de constitucionalidad en el sentido  que con motivo del trámite del proyecto de Aprobación de las Modificaciones al Convenio Constitutivo del Banco Centroamericano de Integración Económica que se tramita en el expediente legislativo No. 18.165, no se ha producido vicio sustancial de forma ni de fondo. Evacuada
ASAMBLEA LEGISLATIVA. 4934-12. CONVENIO DE OBLIGACIONES ALIMENTARIAS CON ESTADOS UNIDOS. Consulta Legislativa referente al Convenio entre la República de Costa Rica y el Gobierno de Estados Unidos de América, para la Ejecución de Obligaciones Alimentarias. Expediente Legislativo No. 17.906. Se evacua esta consulta legislativa preceptiva de constitucionalidad en el sentido de que con motivo del trámite del proyecto de ley de Aprobación del Convenio entre el Gobierno de Costa Rica y el Gobierno de los Estados Unidos de América para la Ejecución de Obligaciones Alimentarias, expediente legislativo No. 17.906, no se ha producido ningún vicio sustancial de forma ni de fondo. Evacuada

ASAMBLEA LEGISLATIVA. 5283-12. TRATADO DE EXTRADICIÓN CON COREA. Consulta Legislativa referente a la  Aprobación del Tratado entre la República de Costa Rica y la República de Corea sobre extradición. Expediente Legislativo 17.276. No ha lugar a evacuar la consulta. Archívese el expediente. 
ASAMBLEA LEGISLATIVA. 5286-12. ADICIÓN Y ACLARACIÓN DE CONSULTA LEGISLATIVA. Consulta Legislativa referente al proyecto de aprobación de la  "Transformación del Instituto de Desarrollo Agrario (IDA)  en el Instituto de Desarrollo Rural (INDER)",  que  se tramita  en  el expediente legislativo  número 17.218,  en cuanto consideran que el  artículo 85 de ese proyecto contiene  serios problemas de sintaxis gramatical,  contiene un desorden de ideas, oraciones, párrafos y temas dispersos o mal  acomodados,   lo  cual provoca  incluso  un  espíritu  del legislador  equívoco  y bastante difícil de descifrar, precisamente por haber sido redactado sin mayor rigor en materia de buena  técnica legislativa. No ha lugar a la gestión formulada.- El Magistrado Castillo pone nota.

AMBIENTE. 5285-12. QUEMAS AGRÍCOLAS CONTROLADAS. Acción de Inconstitucionalidad contra el Decreto Ejecutivo 35368 MAG-S-MINAET. El decreto impugnado autoriza a los Ingenios Azucareros y a las Haciendas para arar, rastrear y hacer quemas de caña, perjudicando con ello la provincia de Guanacaste (especialmente las ciudades de Filadelfia y Carrillo), por la cantidad de hollín y polvo que cae sobre la ciudad,  contaminando el agua, los alimentos y así, perjudicando el ambiente y la salud pública. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechazan de plano las acciones acumuladas. RP
AMBIENTE. 5263-12. LEY DE CONTROL DEL TABACO. Acción de Inconstitucionalidad contra Ley General de Control de Tabaco y sus Efectos nocivos en la Salud. Considera el accionante que las regulaciones de la ley impugnada, mancillan su derecho al libre tránsito, ya que se están imponiendo restricciones que no ha tenido en sus 30 años de fumar, además estima que al no ser el tabaco una sustancia prohibida o controlada no debería existir contradicción, ya que los negocios anteriormente tenían zonas de fumado y de no fumado, pero a falta de reglamentos  que especificaran  las características de éstos, los clientes tendían a hacer lo que quisieran y lo único que generó es una situación de desobediencia y sin ninguna intención. En este caso, el accionante presenta un memorial que carece de los requisitos mínimos necesarios para tener por presentada la acción:  No indica el asunto base en  el  que  fundamenta  su  legitimación,  el  libelo  de  interposición  no  está autenticado, tampoco aporta el timbre correspondiente del Colegio de Abogados, y no fundamenta claramente los motivos de inconstitucionalidad  de las normas impugnadas. Por consiguiente; la acción no cumple los requisitos de admisibilidad que dispone la Ley de la Jurisdicción Constitucional,  por lo que procede  su rechazo de plano, como en efecto se ordena. RP 

COMERCIO. 4939-12. COBRO POR SINTONIZACIÓN DE MÚSICA EN LOCALES COMERCIALES. Acción de inconstitucionalidad contra el articulo 52 de la Ley de Protección de Procedimientos de Observancia de Derechos de Propiedad Intelectual y por conexidad, el inciso f) del artículo 16 de la Ley de Derechos de Autor y Derechos Conexos. Las normas se impugnan en cuanto facultan a organizaciones como ACAM y FONOTICA, para cobrar a los comerciantes por la sintonización de música que éstos hagan en sus negocios comerciales, pese a que las transmisiones al públicos por esos medios no son objeto de retribución económica, pues los propietarios de los negocios están sintonizando repertorios que ya están autorizados por los autores. Se alega que la norma impugnada contradice y concede posibles derechos patrimoniales mas allá de lo permitido, con la gravedad de establecer sanciones económicas y carcelarias que afectan los derechos fundamentales de los comerciantes. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar la acción. SL
COMERCIO. 4936-12. PROCESAMIENTO Y COMERCIALIZACIÓN DEL ARROZ. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 33 de la Ley No. 8285, "Ley de Creación de la Corporación Arrocesa ". La norma se impugna en cuanto limita la organización del abastecimiento nacional de arroz, ya que éste es el único producto regulado por el Poder Ejecutivo, además de reunir algunas otras características, como el hecho de que el consumo del mercado interno no se satisface con la producción nacional y que resulta necesario importar arroz del extranjero para oportunamente satisfacer el consumo interno, de manera tal que es la industria arrocera la que de una u otra manera coloca en el mercado el arroz al que accede el pueblo costarricense. Señala que al obligar a las industrias arroceras a recibir arroz para su procesamiento, se fuerza a utilizar su capacidad para almacenar el arroz nacional como materia prima y se deja menos espacio para almacenar el arroz que ya viene procesado y que se coloca de inmediato en el mercado nacional para satisfacer el déficit temporal, trayendo algunas consecuencias negativas, como que haya mas arroz en granza como materia prima para procesar y menos arroz importado para el consumo inmediato, además de que se debilita la capacidad económica de las industrias arroceras al forzarlas a hacer compras que no se tienen previstas, y que en el supuesto de que desaparecieran poco a poco estas empresas, el Estado tendrá que hacer frente a los problemas de almacenamiento, procesamiento y distribución, por lo que es un asunto de interés publico. De esa manera, estima que resulta desproporcionado e irrazonable la existencia de una norma que pueda obligar a la agroindustria del arroz a tener pérdidas económicas, con las posibles consecuencias de quiebra de las mismas, que no es más que un grave perjuicio para el consumidor. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza el desistimiento presentado. Se declara sin lugar la acción. SL
COMERCIO. 4795-12. RESPONSABILIDAD DE LOS FABRICANTES DE PRODUCTOS FARMACÉUTICOS. SE ACUSA OMISIÓN LEGISLATIVA. Acción de inconstitucionalidad contra la omisión legislativa de establecer como responsable al fabricante de productos farmacéuticos en la Ley de Contratación Administrativa. El accionante alega la existencia de una omisión inconstitucional, dado que el legislador no estableció en la Ley de Contratación Administrativa normativa que permita endilgarle responsabilidad al fabricante, en caso de la entrega de un producto defectuoso, recayendo la totalidad de la responsabilidad  en el contratante  o distribuidor. La omisión apuntada vulnera a su juicio los numerales 39, 41 y 46 de la Constitución Política, que consagran el derecho de defensa, la libertad de empresa y los principios de legalidad, razonabilidad y proporcionalidad. En el caso de las leyes y otras disposiciones de alcance general, las omisiones que pueden ser impugnadas en esta sede son únicamente aquellas que se producen al ser confrontadas con un deber u obligación prevista directamente en el Derecho de la Constitución, tal como  lo señaló este Tribunal mediante resolución número 2002-04394 de las 16:24 horas del 14 de mayo del 2002 y se reafirmó de manera más amplia en el voto número 2005-05649 de las 14:39 horas del 11 de mayo del 2005. En el caso que se analiza, no existe un derecho derivado de la Constitución, de sus principios,  valores o normas o de los instrumentos internacionales de derechos  humanos  vigentes  en  Costa Rica, que establezca la necesidad  de establecer un régimen de responsabilidad del fabricante de productos farmacéuticos en la Ley de Contratación Administrativa N.7494, en el que el fabricante asuma la responsabilidad por la calidad del producto, en su totalidad o en forma solidaria con el contratante. El establecerlo o no constituye una decisión de oportunidad y conveniencia del legislador, que no afecta el núcleo de principios, derechos  o garantías fundamentales. Se rechaza de plano la acción. RP
COMERCIO. 4810-12. APLICACIÓN DEL 208 BIS DEL REGLAMENTO LEGISLATIVO EN APROBACIÓN DE LEY DE TRANSPORTE PÚBLICO. Acción de inconstitucionalidad promovida contra el procedimiento de aprobación de la Ley 8955 del 7 de julio de 2011,  por  violación  del  artículo 208  bis  del  Reglamento  de  la  Asamblea Legislativa. Señala el accionante que el texto impugnado contiene materia de contratación pública, así como la apertura de un monopolio, dos de los supuestos en los que no se puede aplicar dicho artículo del Reglamento de la Asamblea Legislativa, lo que pone en peligro la seguridad jurídica, el principio de inderogabilidad singular de los reglamentos y el principio de legalidad. Considera que no se puede pretender que la Ley 8955 tenga vigencia plena cuando su origen es ilegítimo. Sostiene  que  la  independencia  con  la  que  cuentan  los  Diputados  para  la promulgación de las leyes no les autoriza a desacatar el Reglamento de la Asamblea, como  se  considera sucedió  en  este caso. Sobre el tema planteado, se cita la sentencia 4778-11, en donde la Sala resolvió la Consulta Legislativa presentada sobre el proyecto de ley, en donde se dijo que no estábamos frente a la creación de monopolio alguno y tampoco ante el supuesto de un caso que requiera de la aprobación de una mayoría calificada o de materia indelegable, ni se crea un nuevo servicio público, por cuanto el transporte público ya existía, y el acoger una nueva modalidad no hace que el proyecto de ley que dio origen a la Ley No. 8955 tuviese que ser aprobado por mayoría calificada. Finalmente, respecto  al extremo señalado por la representante  del accionante, en cuanto a estimar que se produce una lesión al debido proceso y a la seguridad jurídica de su representado porque se le tiene por infractor y acreedor de una multa de tránsito por atribuírsele la falta de un permiso que actualmente no ha sido otorgado  a ninguna empresa  o persona  a nivel nacional, sería objeto de conocimiento  vía  amparo  pero  no  en  acción  de  inconstitucionalidad,  pues corresponde a un problema de aplicación de la norma a un caso en particular y no de la disposición legal en sí misma. Se rechaza por el fondo la acción. Los Magistrados Calzada y Cruz ponen nota. RF
ELECTORAL. 4792-12. REGLAMENTO DE CONSULTAS POPULARES DE PÉREZ ZELEDÓN.  Acción  de  inconstitucionalidad  contra el artículo 7 del Reglamento para la Realización de Consultas Populares del Cantón de Pérez Zeledón, publicado en la Gaceta N.140 del 20 de julio de 1999 y el acuerdo del Concejo Municipal de Pérez Zeledón, adoptado en la sesión ordinaria 072-11 del 13 de setiembre del 2011. El ccionante considera que dicha norma es contraria a lo que dispone el artículo 34 inciso g) del Código Municipal, que le da al Presidente del Concejo Municipal la atribución de nombrar a los miembros de las comisiones ordinarias y especiales. Considera que el Concejo Municipal ha excedido inconstitucionalmente los límites de la potestad normativa de las municipalidades, al dictar el reglamento impugnado en contradicción con el Código Municipal- lo que vulnera el principio de legalidad contemplado en el artículo 11 de la Constitución Política y 11 de la Ley General de la Administración Pública y el principio de reserva de ley, tutelado en el numeral 28 de la Constitución Política, que  impone  que  las  libertades  y derechos fundamentales deben ser guardados como materia de reserva de ley. En el presente caso, se cuestiona la contraposición entre una norma prevista en un reglamento municipal -el artículo 7 del Reglamento para la Realización de Consultas Populares en el Cantón de Pérez Zeledón- y una de rango legal, como es el artículo 34 inciso g) del Código Municipal, con respecto a la regulación de una atribución que a juicio del accionante  la ley le da al Presidente del Concejo Municipal y no al Concejo Municipal en pleno. Es criterio de este Tribunal que, a pesar de que invoca la infracción de los principios contenidos en los artículos 11 y 28 de la Constitución Política, no plantea un conflicto de relevancia constitucional, que es el objeto de la acción de inconstitucionalidad. En reiteradas ocasiones (como, por ejemplo, en la sentencia número 2000-01149 de las 15:39 horas del 2 de febrero del 2000) esta Sala ha sostenido  que, determinar si una norma reglamentaria violenta o excede lo dispuesto en una ley es un tema de legalidad cuya discusión no corresponde a esta jurisdicción. El artículo 49 de la Carta Fundamental asigna el control de la legalidad de la función administrativa del Estado a la jurisdicción contencioso administrativa, no a la  constitucional. Además, se impugna por inconstitucional el Acuerdo del Concejo Municipal de Pérez Zeledón adoptado en la sesión ordinaria N.72-11 del 13 de setiembre del 2011, específicamente el punto 5, en el cual el Concejo designó a los miembros integrantes  de  la “Comisión Organizadora del Plebiscito  Revocatorio  del Mandato”. En cuanto a este extremo la pretensión también resulta improcedente, no sólo por lo dispuesto por el numeral 73 inciso b) de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, que prescribe que sólo cabe la acción de inconstitucionalidad contra actos subjetivos de las autoridades públicas cuando infrinjan por acción u omisión, alguna norma o principio constitucional, si no fueren susceptibles de los recursos de hábeas corpus o de amparo, sino porque lo alegado es la supuesta contradicción entre dos normas de rango infraconstitucional, extremos que, como ya se dijo, no se deben dirimir en la acción de inconstitucionalidad sino en la vía ordinaria. Se rechaza de plano la acción. Los Magistrados Cruz Castro y Castillo Víquez ponen nota. RP
EXTRANJEROS. 5251-12. POLÍTICAS MIGRATORIAS. Acción de Inconstitucionalidad contra los Artículos 18,31,33,89,96,209,125,252,253,254,255,256 y 257 Ley de Migración y Extranjería. Los accionantes alegan que cualquier sanción debe ser proporcional a la falta cometida, sin embargo la multa estipulada en el artículo 33 inciso 3) impugnado es desproporcionada.  Así mismo, acusan que las multas establecidas en el artículo 254 devienen en inconstitucionales debido a que -en su criterio- existe una doble sanción, la cual resulta inviable para personas que no pueden enfrentar las multas y, desproporcional el monto. Sobre el tema, esta Sala ha mencionado  que cuando  el Estado  impone una multa, busca dos objetivos no excluyentes. El primero, castigar al infractor, y como segundo fin, disuadir a los miembros del colectivo a no cometer las infracciones, o dicho de manera positiva, a respetar las normas que se encuentran en la Ley formal. Cabe indicar que en este caso, las multas no se determinan con base en un grupo específico de extranjeros de una determinada nacionalidad, sino que se busca un equilibrio entre las personas que provienen de los diferentes países del mundo, independientemente de su condición socioeconómica. En consecuencia se estiman infundados los reclamos de los accionantes respecto de la violación del principio de igualdad, debido a que contrario a lo que se ha dicho, no existe lesión alguna del principio de igualdad formal, el cual implica un tratamiento igual para los iguales y desigual para los desiguales por parte de la ley,  dado que éste se cumple a cabalidad en las normas cuestionadas en las cuales -sin distingo alguno- todos los extranjeros que hayan incurrido en una conducta bien definida, se les impone precisamente la misma multa o sanción; por lo que se está cumpliendo la regla de igualdad formal en el tanto la misma conducta disvaliosa es objeto del mismo monto de multa, o del  periodo de prohibición de su reingreso al país. En cuanto a la doble sanción alegada por los accionantes, es necesario indicar que los artículos 33 y 254 impugnados,  no  pretenden  sancionar un mismo supuesto de hecho, sino determinadas conductas, porque el primero regula la permanencia de la persona extranjera en el país de manera ilegal sin gestión alguna ante la autoridad migratoria, mientras que el segundo sanciona la renovación tardía del documento migratorio que regula la permanencia en el país de manera legal. En este orden de ideas, esta Sala estima que las normas impugnadas resultan ser objetivas, y la determinación de tales cuestiones forma parte de las potestades del legislador (o en algunos casos del Ejecutivo) sin que exista para el migrante afectación de algún derecho fundamental. No obstante lo indicado, esta Sala considera que se le debe dar curso a esta acción en cuanto a los artículos 18 incisos 12) y 26) penúltimo párrafo, y 31 inciso 5) de la Ley de Migración y Extranjería. Se rechaza por el fondo la acción en cuanto a los artículos 33 incisos 3), 4) y 5), 89, 96, 125, 252, 253, 254, 255, 256 y 257 de la Ley de Migración y Extranjería. En lo demás continúese con los procedimientos. RF
JURISPRUDENCIA. 4550-12. SALA PRIMERA SOBRE EJECUCIONES DE SENTENCIA. Consulta judicial de constitucionalidad respecto del criterio jurisprudencial de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia plasmado en las sentencias de esa Sala, números 853-C-2003, 110-C-2004 y 531-C-2004, relativas al proceso de ejecución de sentencia contemplado en los artículos 489 del Código Procesal Penal -antiguo numeral 464 del mismo Código-, 9 y 629 del Código Procesal Civil, y 167 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Señala la Sala que en este caso, se incumplen los requisitos de admisibilidad de la consulta que ahora se conoce. Asimismo, toda vez que ya existe un criterio sobre el tema debidamente fundamentado (sentencia de la Sala Constitucional 12628-04), se impide la aparición de aquellas «dudas razonables» que son requisito para la tramitación de una Consulta Judicial de Constitucionalidad. En este sentido, siendo que en el caso bajo estudio ya existe un pronunciamiento previo de la Sala, por lo que se incumplen los requisitos de admisibilidad para el conocimiento  de las consultas judiciales, y tomando  en consideración  que  lo  pretendido  respecto  de  la  definición  del  criterio jurisprudencial impacta sobre lo que debería ser, eventualmente, un conflicto de competencia a plantear y resolver por la jurisdicción ordinaria, corresponde es declarar que no ha lugar a evacuar la consulta. No ha lugar a evacuar la consulta
JURISPRUDENCIA. 4808-12. SOBRE ANUALIDADES DE LOS ALCALDES. Acción  de  inconstitucionalidad contra la jurisprudencia de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia que deniega el reconocimiento de las anualidades a los alcaldes municipales. Explica que todas las sentencias impugnadas que niegan el reconocimiento de anualidades a los Alcaldes, se fundamentan en que la figura del alcalde municipal no es igual al del resto de funcionarios públicos, por cuanto su nombramiento, destitución y no subordinación al Concejo Municipal lo dejan por fuera de una relación laboral, asimismo existe un régimen de salario único y exclusivo establecido por el artículo 20 del Código Municipal. Refiere que los Juzgadores se limitaron a acoger la postura de la Contraloría General de la República como propia, sin entrar a analizar y descartar las razones en donde antes la misma Sala Segunda concedía el derecho  de los aumentos anuales para los alcaldes. En este caso, se rehechaza la acción porque no se constata que el accionante hubiera invocado la inconstitucionalidad en dicho proceso, como medio razonable de amparar el derecho o interés que se considera lesionado. Así las cosas, la presente acción de inconstitucionalidad no cumple los requerimientos de ley, razón por la cual, lo procedente es rechazarla de plano. RP
PENAL. 4790-12.  SANCIÓN PENAL POR INCUMPLIMIENTO DE DEBERES DE INGENIEROS AGRÓNOMOS. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 71 de la Ley de Protección Fitosanitaria. El accionante considera violentados los artículos constitucionales 28 y 39, así como el principio de razonabilidad  establecido en  la misma Constitución  Política,   ya que lo sancionado en dicha disposición son faltas a deberes administrativos, que, en su criterio, no justifican la existencia de una sanción penal, sino administrativa. La Sala ha señalado en reiteradas oportunidades que el diseño  de la  política  criminal  es  competencia  del  legislador.  Es  la  propia Constitución Política en su artículo 39 la que le asigna al legislador la competencia exclusiva para dictar la política criminal, es decir, determinar las conductas que deben penalizarse y el quantum de la pena, al disponer  que la tipificación de conductas y la determinación de las penas esta reservado a la ley. De modo que la jurisdicción  constitucional lo que puede controlar es, únicamente, que la legislación y la política criminal del Estado  se dicte en armonía con el marco constitucional. La doctrina ha encontrado dificultades en determinar si los delitos de peligro abstracto implican un verdadero contenido de antijuridicidad material y se discute si son violatorios o no de los principios de culpabilidad y lesividad. La Sala Constitucional, por su parte, ha determinado que no todos los tipos penales de peligro abstracto  son inconstitucionales.  En los delitos de peligro concreto, en cambio, el peligro para el bien jurídico sí constituye un elemento expreso del tipo, de modo que para considerar consumado el delito, el juez ha de comprobar la producción de un peligro real para un objeto de la acción, ligado causalmente y objetivamente imputable a ésta. En el caso bajo estudio, el tipo penal descrito sanciona al profesional destinado como regente, por su deber de fiscalizar que las sustancias químicas, biológicas o afines que se reenvasen, reempaquen, importen, fabriquen, formulen, distribuyan,  mezclen,  almacenen  o  vendan,  estén  debidamente  registradas, etiquetadas y se ajusten a todas las disposiciones de la ley y los reglamentos; así como también tiene la responsabilidad de expedir recetas con las especificaciones e indicaciones  técnicas,  agronómicas  y  los  métodos  que  deberán  aplicarse  a productos altamente tóxicos para usos agrícolas. Se está ante el caso de acciones pluriofensivas, porque de no preverse o cumplirse lo allí dispuesto, se pone en peligro, según sea el caso, diversos bienes jurídicos tales como la propiedad, la integridad física, la salud y la vida. Se trata de bienes cuya protección resulta legítima al amparo de lo dispuesto en el artículo 28 de la Constitución Política, que establece la posibilidad de restringir aquellas conductas que lesionen los derechos de terceros, la moral o el orden público, tal como lo ha entendido la Sala en sentencia 2004-1603. Se rechaza por el fondo la acción. RF 

PENSIÓN. 4806-06. CÁLCULO DE PENSIÓN DE LA CCSS. Acción  de  inconstitucionalidad contra el artículo 23 del Reglamento de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social del año 1995. Aduce el accionante que en su solicitud de pensión por vejez, por contar con los derechos respectivos,  la Caja no le aplicó la ley de pensiones vigente para el cálculo de su pensión, sino que se le aplicó una ley pasada, con la cual se le afecta considerablemente el monto económico que se le aprobó. Ambas leyes difieren en cuando a la forma de cálculo de las cuotas aplicadas.  Sostiene que hizo la solicitud de apelación respetiva pero la Gerencia de Pensiones de la Caja le contestó que están impedidos a emitir resolución, por estar pendiente otra acción basada en el artículo 19, punto 2 del Reglamento de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja.  Solicita que en lo sucesivo la Caja haga su cálculo dependiendo de cada solicitud, basado en el sistema que más le beneficie a los cotizantes y no de oficio, como se hizo en su caso. Señala la Sala que la aplicación de normas en tiempo y espacio, no puede ser objeto de un proceso de acción, el cual está destinado para ejercer un control de constitucionalidad de las normas y no para controlar  la correcta aplicación del Derecho. De esta forma la aplicación de un reglamento u otro en materia de pensiones del Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja, es un aspecto de legalidad ordinaria que excede el ámbito de competencia de este Tribunal,  por lo que  resulta improcedente  que esta Sala se pronuncie sobre la aplicabilidad normativa que la Caja   efectuó en el caso concreto del actor.  En virtud de lo expuesto, la presente acción resulta inadmisible, además porque se incumplen requisitos. Se rechaza de plano la acción. RP
PENSIÓN. 5284-12. CÁLCULO DE PENSIÓN. RUBROS A  TOMAR EN CUENTA. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 5 de la Ley número 7302 del 08 de julio de 1992. Ley del Régimen General de Pensiones con cargo al Presupuesto Nacional y el artículo 15 del Reglamento a la Ley del Régimen General de Pensiones con cargo al Presupuesto Nacional, de otros Regímenes Especiales. Decreto Ejecutivo 33080-MTSS-H. Las normas se impugnan en cuanto no incluyen dentro de los componentes salariales que se toman en cuenta para efectos de la determinación del monto de la jubilación o pensión, el rubro denominado “desarraigo”. Esa omisión, a juicio del accionante, violenta el principio de intangibilidad del salario, contemplado en el artículo 57 de la constitución política, el artículo 162 del código de trabajo y la jurisprudencia constitucional y laboral, dado que todos los componentes salariales deben tomarse en cuenta a la hora de realizar el cálculo de prestaciones laborales derivadas de la relación de servicio, o sea, del contrato de trabajo, vacaciones, aguinaldo, preaviso, auxilio de cesantía, subsidios, indemnizaciones, pensión, etc. La pensión de los regímenes contributivos es una consecuencia de la relación de servicio, por lo que las normas fundamentales sobre salario son aplicables también a la pensión. Por lo tanto, el salario íntegro, todos los componentes sobre los que se cotizó, debe mantenerse en el cálculo del monto de la pensión. Refiere que el desarraigo es un sobresueldo o rubro salarial legalmente instituido y regulado, plenamente consolidado en el ministerio de obras públicas y transportes y por lo tanto, válido para todo efecto legal. En concordancia con el concepto de salario establecido por la legislación laboral, que reconoce la jurisprudencia, indubitablemente el desarraigo es legítimamente parte integrante del salario total percibido, a efecto de todas las deducciones sociales de ley, sobre el que se cotiza en el fondo general de pensiones de hacienda, por lo tanto, no existe ningún fundamento legal para no considerarlo como tal para todos los efectos. Por consiguiente, ese rubro salarial debe ser incluido siempre en la metodología para el cálculo de prestaciones sociales que se deben cancelar. Afirma que en el monto reconocido y pagado por concepto de liquidación se incluyó el monto correspondiente al sobresueldo por desarraigo, que el ministerio de obras públicas y transportes le pagaba regularmente. Cita como fundamento de la acción de inconstitucionalidad las sentencias 846-1992, 5649-05 y 4960-09 de la sala constitucional. Se declara con lugar la acción. En consecuencia debe interpretarse la frase final del artículo 5° de la Ley General de Pensiones con cargo al Presupuesto Nacional, Ley #7302 y el artículo 15 de su Reglamento, Decreto Ejecutivo #33080-MTSS-H en el sentido que ambas normas incluyen el rubro salarial denominado desarraigo. Esta sentencia tiene efectos declarativos, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Sin embargo, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos en el sentido de que la inconstitucionalidad declarada surte efectos generales a partir de la publicación del primer aviso en el Boletín Judicial acerca de la admisión a trámite de la presente acción. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, y a la Dirección Nacional de Pensiones del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. CL
PROPIEDAD. 4789-12. REVOCATORIA Y NULIDAD DE TÍTULOS DEL IDA. Acción  de  inconstitucionalidad contra los artículos 101 y 102 del Reglamento para la Selección y Asignación de Solicitantes de Tierras, aprobado por acuerdo tomado en el artículo 3 de la sesión extraordinaria 003-2008 de la Junta Directiva del Instituto de Desarrollo Agrario, celebrada el 22 de enero del 2008. Indica que la normativa impugnada fue dictada por la Junta Directiva del IDA sin potestades para hacerlo, y que su aplicación en el procedimiento en reemplazo de la Ley General de Administración Pública, implica la creación de un Tribunal Administrativo manifiestamente ilegal. Indica que la normativa impugnada pretende asumir potestades que ni la Constitución ni las leyes otorgan, al crear un procedimiento jurídico en que se transforma a las Direcciones Legales Regionales del IDA en tribunales especiales que permiten incurrir en despojos indebidos a adjudicatarios, al amparo de criterios arbitrarios y hasta crematísticos de ese Instituto. La acción se rechaza de plano porque el accionante carece de asunto previo. Se rechaza de plano la acción. RP
PROPIEDAD. 4786-12. OMISIÓN EN FONDO DE SUBSIDIOS PARA LA VIVIENDA. Acción  de  inconstitucionalidad contra los artículos 46, 51, 52, 54, 56 y 59 de la Ley del Sistema Financiero Nacional para la Vivienda, número 7052. Solicita la accionante la declaratoria inconstitucional por omisión, por considerar que las normas impugnadas, no se protegen a las personas con capacidades especiales. Afirma la accionante que las normas impugnadas están destinadas  a regular el Fondo  de Subsidio Para Vivienda -FUSUVI-, para que las familias y los adultos mayores sin núcleo familiar de escasos recursos puedan ser propietarios de una vivienda acorde a sus necesidades.  En este caso, aprecia la Sala que en el libelo de interposición, la accionante  se fundamenta  en un texto de las normas que no corresponde con la normativa vigente al momento de interponer la acción de inconstitucionalidad. En efecto, mediante los artículos 1 y 3 de la Ley número 8924 de 3 de febrero de 2011, el legislador ya había reformado  la normativa en cuestión, amparando el interés que reclama la accionante, que era establecer bajo la tutela de esta normativa a las personas con capacidades especiales como una categoría separada e independiente. En consecuencia, de conformidad con lo anterior, resulta innecesario que la Sala vierta criterio alguno sobre el planteamiento de la accionante, toda vez que según lo explicado, el legislador modificó la normativa impugnada incluyendo oportunamente a las personas  con capacidades especiales, en el mismo sentido aducido por la Defensora de los Habitantes. Se rechaza de plano la acción. RP
TRABAJO. 4943-12.  LICENCIAS CON GOCE DE SALARIO DE FUNCIONARIOS JUDICIALES. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 44, párrafo séptimo, de la Ley Orgánica del Poder Judicial. A juicio de la accionante, la norma que se cuestiona atenta contra el derecho de la familia, en el sentido que el duelo o afectación emocional de una persona no es posible reducirlas a si se comparte, o no, el mismo techo. Alega que vivir en casas separadas puede obedecer a situaciones de índole económica o de preferencia familiar, y no a situaciones afectivas. En el caso particular, señala, su relación mutua con la suegra, fue de extremo cariño y de gran entendimiento, por lo que su duelo fue el mismo que se tiene con un familiar consanguíneo. Añade que para compartir con su esposo tuvo que solicitar vacaciones, que es una opción que no tienen todos los empleados, por lo que, aduce, corresponde cuestionar el artículo impugnado para que sea acorde con un país que tutela a la familia, en sentido amplio. En este caso, se deniega el trámite de la acción, pues se previno a la actora el cumplimiento de los requisitos omitidos en el memorial de interposición de la acción y no cumplió, por lo que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 80 citado, lo procedente es denegar trámite a la presente acción. Se deniega el trámite a esta acción.
TRABAJO. 4942-12. CONVENCIÓN COLECTIVA DEL INS. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 160 de la Convención Colectiva del Instituto Nacional de Seguros. Las normas se impugnan en cuanto las referidas Disposiciones para la Aplicación del Beneficio por Incapacidad establecen límites al período de las incapacidades, llegando al caso de otorgar unilateralmente licencias sin goce de salario, y en otros casos el despido. Asimismo, la accionante indica que las Disposiciones aludidas fueron emitidas a modo de reglamento por la Gerencia del INS, e incorporadas a la Convención Colectiva, sin haber sufrido el procedimiento de negociación y homologación convencional, todo lo cual estima lesiona el derecho a la salud, a la estabilidad en el trabajo y al principio de legalidad. Por otra parte, alega que el párrafo primero del numeral 160 ídem, lesiona el principio constitucional del debido proceso, toda vez que otorga la posibilidad de despedir a cualquier trabajador del INS sin darle el derecho de defensa, y sin respetar las garantías del debido proceso, como sucedió en su caso, ya que fue cesada de su puesto el 3 de enero de este año. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza por el fondo la acción en relación con el artículo 160 de la Convención Colectiva del Instituto Nacional de Seguros. Se declara con lugar la acción y, en consecuencia, se anula por inconstitucional el artículo 5 de las Disposiciones para la Aplicación del Beneficio por Incapacidad, aprobadas por la Gerencia del Instituto Nacional de Seguros, el trece de diciembre del dos mil seis, mediante memorando resolutivo número 2006-2127, por infracción al derecho a la Salud, al derecho al Trabajo y al derecho a la seguridad social. En lo demás, se declara sin lugar la acción. De conformidad con los artículos 91 y 93 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional se dimensionan los efectos en el sentido de que la presente declaratoria de inconstitucionalidad no afecta aquellos despidos que se hubieran consolidado antes de la fecha de publicación del primer aviso acerca de la interposición de este proceso -Boletín Judicial número 93 del dieciséis de mayo de dos mil once-, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Se exceptúa el caso concreto que sirvió de base a esta acción, en relación con el cual la retroactividad es de principio. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. La Magistrada Calzada y el Magistrado Hernández salvan el voto y rechazan de plano la acción. CL y SL
TRANSITO. 5249-12. MULTAS POR IRRESPETAR LA SEÑAL FIJA DE SOLO VIRAJE A LA DERECHA. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 131 inciso b) de la Ley de Tránsito. No. 7331. La norma impugnada señala que se impondrá una multa de un setenta y cinco por ciento (75%) de un salario base mensual correspondiente al “Auxiliar administrativo 1”, que aparece en la relación de puestos del Poder Judicial, de conformidad con la Ley del presupuesto ordinario de la República, aprobada en el mes de noviembre anterior a la fecha en que se cometa la infracción de tránsito, sin perjuicio de las sanciones conexas: b)
A quien irrespete las señales de tránsito fijas, incluso los límites de velocidad o las indicaciones de la autoridad de tránsito, en contravención de los artículos 79, 83 y 116 de esta Ley, normas que establecen los deberes de acatar las indicaciones verbales o escritas de las autoridades de tránsito, el señalamiento vertical y horizontal, incluso el que comprende los límites de velocidad; la prohibición de pasar sobre las islas canalizadoras o de adelantar por el carril izquierdo de la carretera demarcada con línea continua en el centro. Se exceptúan los casos considerados en el artículo 107 y en los incisos ch) y d) del artículo 83 de esta Ley, que se resolverán de acuerdo con lo que determinan dichos numerales. Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia se anula el artículo 131 inciso b) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres reformado por el inciso  p) del artículo 1° de la ley N° 8696 de 17 de diciembre de 2008, en cuanto establece una sanción del 75% de un salario base mensual correspondiente al "auxiliar administrativo I", que aparece en la relación de puestos del Poder Judicial,  a quien irrespete la señal fija de solo viraje a la derecha. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de este pronunciamiento en los siguientes sentidos: a) se tiene por vigente el monto de la multa que se aplicaba antes del establecimiento del monto de multa que aquí se anula; y b) para el caso de aquellas multas que se hubiesen pagado, y cuyos actos estén firmes en sede administrativa y judicial, el Estado no está en obligación de repetir lo pagado a consecuencia de esta declaratoria de inconstitucionalidad.- Se rechaza por el fondo la acción en cuanto a los artículos 152 y 153 de la misma Ley. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. El Magistrado Hernández Gutiérrez salva el voto y declara sin lugar la acción. Los Magistrados Rueda y Piza ponen nota. CL
TRANSITO. 5250-12. MULTA POR IRRESPETO A LA LUZ ROJA. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 131 inciso ch) de la Ley de Tránsito. Se impugna la sanción por irrespetar la luz roja del semáforo. Se acusa que el monto de la multa que impone la ley no es razonable, ni proporcional con la realidad de muchos trabajadores. Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia se anula el artículo 131 inciso ch) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres reformado por el inciso  p) del artículo 1° de la ley N° 8696 de 17 de diciembre de 2008. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de este pronunciamiento en los siguientes sentidos: a) se tiene por vigente el monto de la multa que se aplicaba antes del establecimiento del monto de multa que aquí se anula; y b) para el caso de aquellas multas que se hubiesen pagado, y cuyos actos estén firmes en sede administrativa y judicial, el Estado no está en obligación de repetir lo pagado a consecuencia de esta declaratoria de inconstitucionalidad.- Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.  El Magistrado Hernández Gutiérrez salva el voto y declara sin lugar la acción. Los Magistrados Rueda y Piza ponen nota. CL
TRÁNSITO. 5318-12. PROPORCIONALIDAD DE LAS MULTAS. Acción de inconstitucionalidad contra el inciso b) del artículo 131 de la Ley de Tránsito por las Vías Públicas Terrestres, Ley número 7331. El recurrente impugna la norma en la medida que estima que la multa  definida    violenta  los  principios  de  razonabilidad  y proporcionalidad, en los términos indicados por la Sala Constitucional en la sentencia número 12-129, del 11 de enero de este año. Refiere que en su caso sí cometió el acto por el cual se le confeccionó la boleta de tránsito, pues hizo un viraje a la izquierda en una zona donde no se permite, pero es que totalmente desproporcional la multa de trescientos cincuenta un mil colones que se le impuso por ese acto. En el caso bajo estudio, mediante resolución de esta Sala del 7 de marzo de este año se previno al accionante cumplir debidamente con los requisitos de admisibilidad establecidos en el artículo 75 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, toda vez que al momento de presentar la acción, omitió algunos, a pesar de que se le hizo una prevención, continuó siendo omiso en aportar a esta Sala la certificación literal del memorial dentro del cual adujo la inconstitucionalidad en  aquel proceso  administrativo, por lo que la Sala se encuentra  impedida  para  determinar  si  efectivamente  hizo  el  planteamiento correspondiente en sede administrativa, razón por la cual la acción incumple los requisitos de admisibilidad legalmente establecidos, y, en consecuencia, es inadmisible. RP 

TRIBUTARIO. 4940-12. DIRECTRIZ DE TRIBUTACIÓN DIRECTA SOBRE PRECIOS DE TRANSFERENCIA SEGÚN SU VALOR DE MERCADO. Acción de inconstitucionalidad contra la Directriz Interpretativa No. 20-03 emitida por el Director General de Tributación Directa. Refiere el actor que la administración tributaria realizó a su patrocinada un ajuste a la base imponible derivado del estudio de precios de transferencia según el valor normal del mercado para los períodos fiscales 2005 y 2006, al pretender que se cancelen impuestos por ingresos que no fueron recibidos por su empresa. Explica que lo anterior se fundamenta en la  citada directriz, y en ese sentido señala que de modo equívoco Tributación Directa afirma que tal disposición permite interpretar los artículos 8 y 12 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, esgrime que las normas de precios de transferencia no son normas técnicas, porque facultan a la Tributación Directa a variar un elemento esencial del tributo, como lo es la base imponible, al tener la opción de asignar ingresos brutos, deducciones, créditos de una empresa a otra, incluso en distintas jurisdicciones, además asegura que sobre el tema precios de transferencia no existe regulación legal, y que precisamente los lineamientos para su desarrollo devienen de la Organización para la Cooperación y Desarrollo Económico (OCDE), misma que Costa Rica no ha aprobado y por ello sostiene que no forma parte del marco de legalidad. Advierte que tal ente presenta una completa estructura con el fin de evaluar la razonabilidad de los montos pagados o cobrados en operaciones entre partes relacionadas. Asegura que la Administración Tributaria creó un mecanismo que excede sus facultades y competencias y por tal razón resulta jurídicamente “inidóneo para la regulación de los Precios de Transferencia, específico y complejo fenómeno de la materia tributaria que requiere de regulación legal y reglamentaria específica y precisa para realizar un orden jurídico en el que coexistan como es debido las potestades de fiscalización de la Administración Tributaria y los derechos y garantías del contribuyente”. Afirma que dicha directriz tiene como finalidad regular los precios de transferencia de acuerdo al valor normal del mercado, introduciendo una norma que trata de suplir la ausencia de disposiciones reglamentarias o legales propias de la materia tributaria, y no simplemente la insuficiencia de normas de tal naturaleza y jerarquía. Califica a la directriz como innovativa y no como interpretativa, misma que alcanza la esfera de los contribuyentes y determina el orden de sus derechos y obligaciones, proceder en virtud del cual se usurpan las potestades legislativas y reglamentarias, al quebrantar en consecuencia los principios de interdicción de la arbitrariedad, de legalidad, de regularidad jurídica, de reserva de ley, de jerarquía normativa, de seguridad jurídica, de libertad de empresa y del derecho de la propiedad.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar la acción. SL
TRIBUTARIO. 4793-12.  INICIO DE CAUSA TRIBUTARIA SIN AGOTAR LA VÍA ADMINISTRATIVA. Acción  de  inconstitucionalidad  contra los artículos 144 y 153 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios. Se alega que las normas impugnadas se aplicaron en el caso concreto del recurrente de manera equivocada y sin debido proceso. Considera  que  la  posibilidad  de  iniciar  el  cobro,  e  incluso  sancionar  al administrado sin siquiera haber determinado  los tributos  lesiona el derecho  de defensa. Reitera que los traslados de cargos realizados a su representada son ilegales y que se produjo un abuso de poder, ya que se tergiversó información,  induciendo  a  error  a  la administración, lo cual se pudo haber evitado de no aplicar el artículo 153 impugnado. En este caso, se rechaza la acción, por cuanto se incumplen los requisitos establecidos en  el artículo 75  de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, especialmente en lo que respecta a la existencia de un asunto previo que sea medio razonable para amparar el derecho que se estima violentado. RP 

TRIBUTARIO. 4799-12. IMPUESTO A PERSONAS JURÍDICAS. Acción de inconstitucionalidad contra EL ARTÍCULO 6 DE LA LEY NÚMERO 9024, IMPUESTO A LAS PERSONAS JURÍDICAS. La norma impugnada señala que el no pago  del impuesto establecido en la presente ley por tres períodos  consecutivos  será  causal  de  disolución  de  la  sociedad mercantil, empresa individual de responsabilidad limitada o sucursal de una sociedad extranjera o su representante. El Registro Nacional enviará  el  aviso  de  disolución  al  diario  oficial  La  Gaceta,  de conformidad con el articulo 207 del Código de Comercio, y procederá a la cancelación de la inscripción y anotación de bienes. Que las deudas derivadas de este impuesto constituirán hipoteca legal preferente o prenda preferente, respectivamente, si se trata de bienes inmuebles o bienes muebles propiedad de las sociedades mercantiles, empresas individuales de responsabilidad limitada o sucursales de una sociedad extranjera o su representante. A juicio del accionante, la norma atenta contra el principio de irretroactividad de la ley, el derecho  de propiedad, el debido proceso legal, el principio de no confiscatoriedad,  principio de seguridad jurídica y publicidad registral. En este caso, resulta claro que en esta ocasión no se presentan ninguno de los supuestos de legitimación directa a los que se refiere la Ley de la Jurisdicción Constitucional, por lo que admitir una acción en esos términos es improcedente e implicaría aceptar una acción popular que no es admisible en nuestro ordenamiento jurídico. Bajo tales circunstancias, al no contar el actor con un asunto pendiente de resolver en fase de agotamiento de la vía administrativa o en vía judicial que sirva de base a esta acción, carece de legitimación para accionar, por lo que la acción resulta inadmisible. Se rechaza de plano la acción. RP
TRIBUTARIO. 4801-12.  PAGO DE DERECHOS DE CIRCULACIÓN. Acción  de  inconstitucionalidad contra el inciso 4) del artículo 5 del Reglamento sobre el Seguro Obligatorio para Vehículos Automotores. Decreto Ejecutivo número 25370-MOPT-J-MP. Se acusa que la norma impugnada violenta el principio de reserva legal en materia tributaria, el artículo 140 inciso 3) en relación con el artículo 28 ambos de la Constitución Política, la libertad de comercio y el principio de razonabilidad, por cuanto acusa que el Instituto Nacional de Seguros obliga a sus representadas a pagar  los  derechos  de  circulación  de  los  vehículos  importados  de  manera indiscriminada sin que éstos se encuentren registrados, tengan asignadas las placas correspondientes, y sin que hayan pasado exitosamente la Revisión Técnica Vehicular, condiciones  legales para que un vehículo automotor  se encuentre habilitado para circular. Menciona que el artículo impugnado excede el ámbito de regulación del Reglamento Ejecutivo, ya que introduce una norma nueva no contemplada en la Ley de Tránsito, pese a que -según estima-, la regulación de los derechos fundamentales, como la libertad de comercio, solo puede realizarse por medio de ley, y de manera secundaria por vía reglamentaria.  Acusa que establecer un tributo para la circulación de vehículos por el simple hecho de su importación al país es contrario al principio de reserva legal en materia tributaria, por cuanto tal y como está estructurado  actualmente en la norma impugnada, no se trata de un impuesto a la circulación sino más bien a la importación. Sobre ese particular,  este Tribunal  ha resuelto que la invocación de inconstitucionalidad  motivada  en la exclusiva violación del principio de legalidad administrativa es un asunto que se reserva a la jurisdicción ordinaria, precisamente al tenor de lo dispuesto en los artículos 11, 49, 121 y 140 Constitucionales.  Por otra parte, si bien el accionante  estima violentada su libertad de comercio, es importante mencionar que esta Sala ha desarrollado los alcances de la libertad de comercio contenida en el artículo 46 constitucional, y ha considerado que: “este derecho permite a cada ciudadano  escoger libremente la actividad económica que desea desarrollar  para su provecho bajo el esquema  de una economía de mercado, en donde, por razones de orden público, moral o derechos de terceros, el Estado puede limitar -bajo la observancia preceptiva del principio de razonabilidad y proporcionalidad-  el ejercicio de esta actividad,  en los términos del artículo 28 constitucional”. Finalmente, en cuanto a la alegada inconstitucionalidad  de la norma,  por establecer un supuesto  tributo por medio de la vía reglamentaria de manera indiscriminada respecto de los vehículos importados, nuevos o usados, es necesario recordar al accionante que el propósito de la acción de inconstitucionalidad es determinar si una norma es contraria o no a la Constitución Política o a los tratados internacionales de derechos humanos; en consecuencia, este otro argumento puede dirimirse también en la jurisdicción contencioso administrativa en el tanto se pide a esta jurisdicción constitucional declarar la naturaleza de un instituto jurídico que se deriva de la ley, en este caso, del pago del Seguro Obligatorio Automotriz estipulado en la citada normativa. Se rechaza de plano la acción. RP
TRIBUTARIO. 5252-12. PROCEDIMIENTO PARA LA DETERMINACIÓN DE TRIBUTOS. Acción de Inconstitucionalidad contra Artículo 153 del Código Tributario, Ley Número 4755 del 3 de Mayo de 1971 y sus Reformas. Explica el accionante que dicha norma permite iniciar el procedimiento  para imponer una sanción sin que se haya determinado la existencia de una falta que la origine. Sostiene que esto expone al contribuyente al pago de una multa que no tiene ningún asidero jurídico o técnico. En este caso, se rechaza de plano la acción porque se incumplen los requisitos establecidos en  el artículo 75  de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, especialmente en lo que respecta a la existencia de un asunto previo que sea medio razonable para amparar el derecho que se estima violentado. Se rechaza de plano la acción. RP 

TRIBUTARIO. 5254-12. LEY DE IMPUESTO A PERSONAS JURÍDICAS. Acción de Inconstitucionalidad contra Ley 9024 impuesto Personas Jurídicas. A juicio del accionante, la norma es contraria al principio de igualdad, pues discrimina a las nuevas empresas activas que no generan suficientes ingresos como para ser inscritos como PYMES. Además, porque a su juicio se contrapone con los requisitos que establece el Reglamento número 8262. Finalmente, indica que no existe un plazo, ni directrices que aclaren como debe procederse en estos casos. En este caso, señala la Sala que la omisión impugnada por el actor no proviene de un mandato expreso  del constituyente,  se trata más bien de una omisión que éste dice encontrar en el texto del artículo, y en la ley en general, sin que el deber de legislar en el sentido explicado por   la accionante provenga de la Constitución Política. Asimismo,  al ser éste un Tribunal que actúa como legislador negativo, debe quedar claro que una eventual  sentencia  estimatoria,  con  la consecuente eliminación de la norma, no repararía la omisión indicada por la promovente, por lo que la acción planteada en esos términos, carece de utilidad y por ende es manifiestamente improcedente. Por otro lado, se observa que lo que la 
accionante pretende es que esta Sala determine si su empresa debe ser incluida dentro de los casos que establece el artículo 8 impugnado a efecto de beneficiarse con la exención tributaria. Sin embargo,  este Tribunal no es el órgano competente para ejercer  esa  función,  pues ello es una competencia asignada al Poder Legislativo, quien en uso de sus potestades discrecionales  y de criterios de oportunidad  y conveniencia,  se  encarga  de  establecer  las excepciones  a  la restricción vehicular por el casco central de San José. Únicamente, en aquellos casos en los que el Poder Legislativo excede esa potestad discrecional en perjuicio directo de los derechos fundamentales de las personas es que esta Sala puede válidamente conocer y pronunciarse al respecto. Sin embargo, como en este caso lo impugnado no es en sí el texto de la   norma, sino aquello que -a criterio del accionante- omite, este Tribunal no puede pronunciarse con el fin suplantar competencias e incorporar a determinadas empresas dentro de la exención.   Bajo tales circunstancias, la acción resulta inadmisible. Se rechaza de plano la acción. RP
TRIBUTARIO. 5258-12. LEY DE IMPUESTO A PERSONAS JURÍDICAS. Acción de Inconstitucionalidad contra la Ley 9024 del 23 de diciembre de 2011 (impuesto a las personas Jurídicas). Alega el accionante que la ley no es constitucionalmente válida, porque no alcanzó las dos terceras partes de los votos en la Asamblea Legislativa, por lo que no puede limitar derechos fundamentales de esta forma. En este caso, resulta claro que al momento en que se presentó el escrito ante el Registro Nacional,  sea 2  de marzo del 2012, la normativa impugnada aún no había entrado en vigencia, ergo, aún no había sido susceptible de aplicación. De esta forma, a esa fecha el accionante no podía contar con asunto base para plantear acción, toda vez, que la existencia de un asunto base, presupone la aplicación de la ley, por ende, si al momento de presentar el reclamo la ley aún no había entrado en vigencia, no podía existir un asunto base. En consecuencia, el actor carece de legitimación para accionar, por cuanto el asunto que cita como base no constituye un medio razonable para amparar el derecho que se considera lesionado. Se rechaza de plano la acción. RP 
















